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   En Quilmes, a los catorce días del mes de noviembre del año dos mil cinco, se reúnen en la Sala de Acuerdos los señores Jueces integrantes del Tribunal del Trabajo n°3 de esta ciudad, Doctores Silvia Ester Bàrtola, ana Rosa Binda y Oscar Adolfo Pozzolo, bajo la Presidencia de la primera de los nombrados y presente la Actuaria a efectos de dictar veredicto en la causa n° 15.347 caratulada "Canteros Andrès Avelino c/ La Industrial Eduardo T. Carrizo S.A.I.C. s/ accidente ley 24.557".

Practicada la desinsaculación que determina el artículo 44 inc. c) de la ley 11.653, resultó el siguiente orden de votación: Dres. BARTOLA - BINDA - POZZOLO.                  

            C U E S T I O N E S
PRIMERA: Se ha probado: a) que el actor Andres Avelino Canteros trabajó en relación de subordinación y dependencia para la empresa La Industrial Eduardo T. Carrizo S.A.I.C., fàbrica de mosaicos, mesadas y escaleras, sita en Avenida Calchaquì 22.100 de la localidad de Quilmes?; b) que ingresó el 1 de octubre de 1.982 y egresó el 30 de octubre de 1.998, realizando tareas en calidad de “oficial mosaista”?; c) que laboró de lunes a viernes y cual fue su horario de trabajo?; d) que su salario mensual a la època del egreso ascendiò a $ 580,00?;

SEGUNDA: Se ha demostrado: a) si el actor es portador de las dolencias por las que accionò (sìndrome raquiàlgico global y vàrices bilaterales en miembros inferiores)?; b) si dichas dolencias le provocaran minusvalía laborativa?, en caso afirmativo: porcentaje y caràcter de la misma?; c) las tareas desarrolladas por el actor y el medio en que las mismas se cumplían?; d) si las afecciones que porta el actor guardan relciòn causal o concausal con las tareas desarrolladas a las òrdenes de la accionada?; e) si la accionada realizò al actor exàmen preocupacional, exàmenes periòdicos y cumpliò adecuadamente la normativa existente en la materia sobre higiene y seguridad?;

 TERCERA: Se ha demostrado la fecha en que el actor tomò conocimiento de la minusvalìa que le provocaron las dolencias que dice padecer?;

CUARTA: Se ha justificado: a) si entre la empresa empleadora y ”Provincia ART S.A.”, existiò un contrato de afiliaciòn conforme los presupuestos de la ley 24.557?, en su caso: fecha de vigencia; b) si la aseguradora de riesgos del trabajo cumplimentò las obligaciones a su cargo impuestas por la L.R.T.?

QUINTA: Se ha demostrado si las enfermedades por las que reclama el actor se hallan contempladas en el listado previsto en el decreto 658/96 (Laudo M.T. 156/96)?;

A LA PRIMERA CUESTION PLANTEADA LA SEÑORA JUEZA DOCTORA SILVIA ESTER BARTOLA DIJO:
     1.- Con  el escrito de demanda de fs. 7/15; la contestación de la acción de fs. 26/30; la confesiòn ficta del representante legal de la accionada, merced a la rebeldìa en la prueba confesional declarada a fs. 330 a tenor del pliego obrante a fs. 329; el informe pericial contable de fs. 158/161 y su aclaraciòn de fs. 174, confeccionado sobre pautas de demanda en lo que a “La Industrial Eduardo T. Carrizo S.A.” refiere, dado que èsta no exhibiò los libros y demàs documentaciòn laboral, consentido finalmente por las partes; la declaraciòn jurada del art. 39 de la ley formal prestada por el actor a fs. 13; y las declaraciones de los testigos ofrecidos por la parte actora, Eulogio Doroteo Dìaz, Genaro Tolosa y Toribio Ernesto Gutierrez, compañeros de trabajo del actor –quienes refirieron especialmente sobre el horario cumplido y las tareas realizadas por el reclamante-, tengo por demostrados los puntos a), b) y d) de la presente cuestión.

 2.- El horario de trabajo cumplido por el actor, de lunes a viernes, lo tendrè por demostrado no excediendo las 9 horas diarias de labor, en tanto el horario denunciado por el actor en la demanda (que sì las excedìa), no ha sido acreditado por elemento probatorio alguno y por el contrario, los propios testigos aportados por el reclamante dieron cuenta del horario de trabajo, que efectivamente no excedìa las 9 horas diarias de labor, de lunes a viernes, por todo ello asì lo tengo por demostrado (punto c).

 ASI LO VOTO
A la misma cuestión planteada los Dres. Ana Rosa Binda y Oscar Adolfo Pozzolo adhieren por sus fundamentos.

A LA SEGUNDA CUESTION PLANTEADA LA SEÑORA JUEZA DOCTORA SILVIA ESTER BARTOLA DIJO:
          1.- Surge del informe pericial mèdico de fs. 194/196 y sus aclaraciones de fs. 205/209; 218 y 226, que el actor presenta: un cuadro lumbàlgico que se produce a la realizaciòn de esfuerzos, acompañado de un cuadro radiològico con signos incipientes de artrosis y osteofitosis y un cuadro importante de vàrices bilaterales en miembros inferiores con insuficiencia de la safena interna, que le producen respectivamente una incapacidad del 12% y 20% de la total obrera.

2.- Destaca el perito mèdico que el estudio radiogràfico perteneciente al actor demuestra la existencia de signos de osteofitosis y artrosis incipiente en columna lumbosacra, con signo de Lasegue positivo, y señala que el lumbago se localiza en las regiones lumbar baja, en la lumbosacra o en la sacroilìaca, acompañàndose a menudo de ciàtica, dolor que irradia hacia una o ambas nalgas y/o piernas siguiendo la distribuciòn del nervio ciàtico, indicando que entre las causas de la dolencia se encuentra la distensiòn lumbar debida a mala postura o malas condiciones agravadas por factores mecànicos o a espondiloartrosis o a osteofitosis.

3.- Frente a la impugnaciòn manifestada por la A.R.T., indica el experto mèdico, siempre en relaciòn con la patologìa columnaria, que en el examen del actor se comprueba contractura de los mùsculos de la espalda màs acentuada en el lado doloroso asociado con aplanamiento o inversiòn de la columna lumbar, hay limitaciòn del movimiento de columna y el signo de Lasegue casi siempre es positivo, de lo contrario es dudoso que haya una rotura discal y que las medidas generales para su tratamiento consisten en suprimir los factores que pueden agravar su evoluciòn como la sobrecarga excesiva de las articulaciones afectadas y que los objetivos principales de la terapia son: alivio del dolor, prevenciòn de incapacidad y restauraciòn de la funciòn articular, siendo que una supervisiòn mèdica continua està indicada para evitar mientras sea posible una probable pèrdida de capacidad y ver si se pudiese recuperar funciòn satisfactoria, señalando que el tratamiento mèdico consiste en un empleo equilibrado de reposo, terapia fìsica y medicaciòn. 

4.- Refiere asimismo el experto mèdico, siempre en relaciòn a la patologìa de columna que porta el actor, que el reposo de las articulaciones afectadas no solamente disminuye los sintomas sino que retarda tambièn la progresiòn de las alteraciones degenerativas con destrucciòn irreversible del cartìlago y las superficies oseoarticulares, por lo que deben prescribirse perìodos de descanso  y disminuir las cargas sobre las articulaciones afectadas, recalcando que todos los factores que ocasionan aumento de las cargas que soporta la articulaciòn afectada deben ser corregidos. Los esfuerzos durante el trabajo son factores que aumentan y aceleran el desgaste del cartìlago y la destrucciòn de la superficie y estructuras articulares y el esfuerzo crònico debido a ocupaciones laborales puede producir sìntomas y acelerar la progresiòn de la enfermedad, por lo cual entiende el perito mèdico que es preciso suprimir o restringir aquellas actividades que producen aumento del dolor e influyen desfavorablemente sobre la evoluciòn de las lesiones y esos efectos pueden atenuarse en muchos casos cambiando los sistemas y hàbitos de trabajo, por lo que puede ser necesario un cambio de tareas para evitar el empleo excesivo y repetitivo de las articulaciones dañadas, destacando asimismo el experto que no comparte el concepto que indica que “los microtraumatismos ni producen, ni desencadenan, ni agravan a la enfermedad en cuestiòn”, dado que este concepto fue preconizado entre otros por el Cuerpo mêdico Forense, el cual tambièn fue discutido ya que es por todos sabido que un enfermo portador de un cuadro lumbàlgico no puede realizar tareas que le produzcan microtraumatismos sin agravar la dolencia, cuando ademàs existe una patologìa demostrada radiològicamente. Ningùn artròsico columnario con manifestaciones clìnicas y radiològicas, expresa, puede ser sometido a tareas microtraumàticas permanentes sin pretender que no desencadenen ni agraven la enfermedad de base. 

5.- Relacionado con el cuadro varicoso que porta el actor expresa el perito mèdico que las vàrices no son producidas por una agente patològico ùnico sino por la acciòn combinada de distintos factores, definiendo que existen causas predisponentes y otras coadyuvantes, explicitando como coadyuvante la posiciòn erecta de la especie humana que hace recaer una presiòn muy superior sobre las paredes venosas del miembro inferior que la que soportan las demàs venas del organismo y en el caso del actor manifiesta que su incapacidad tiene en un 50% de origen en factores constitucionales y el 50% restante se debe a factores que tienen relaciòn directa con la actividad desarrollada por el actor para la accionada, circunstancia que tambièn menciona en relaciòn a la patologìa columnaria previamente valorada.

  6.- El dictamen pericial médico se halla basado en estudios de diagnóstico y fundado científicamente, además de haber brindado el perito médico suficientes explicaciones, contestando las impugnaciones de la A.R.T., con argumentos cientìficos contundentes derivados de su especialidad mèdica, que me llevaron a la convicciòn en relaciòn con las patologìas detectadas en el actor y las incapacidades y el grado de relaciòn con las tareas, de probarse las mismas, determinadas por el experto, por lo que no encuentro mèrito para apartarme de sus conclusiones (así se prueban los puntos a) y b) de la cuestión en tratamiento). 

7.- Las tareas, segùn describiò el actor en su demanda (fs. 7 vuelta), consistieron en su desempeño en el sector producciòn trabajando con la màquina pulidora, la pastina y la màquina para sacar mosaicos, con escasa o nula deambulaciòn, siempre de piè, debiendo asimismo cargar bolsas de marmolina, cemento y granito de 50 kgs. de peso, desde los camiones hasta la estiba de materia prima, asì como cargaba mosaicos y baldosones de 20 a 30 kgs. de peso.

8.- Tales tareas fueron ampliamente probadas y corroboradas por los tres testigos presentados por el actor: Eulogio Doroteo Dìaz, Genaro Toloza y Toribio Ernesto Gutierrez, quienes en su calidad de compañeros de trabajo del actor durante todo el lapso trabajado para la accionada, destacaron que Canteros efectivamente levantaba mosaicos de 8 ò 9 kilos a razòn de 200 por dìa para ponerlos en la pulidora, asì como tambièn levantaba bolsas de piedra de 50 kilos y de cemento para poner en la tarima, destacando que entre cuatro operarios bajaban del camiòn 600 bolsas y que el camiòn iba a la empresa dos veces por semana, siendo que las bolsas se descargaban “a hombro” y se ponìan en la tarima, trabajando siempre en posiciòn de piè y agachàndose y levantàndose permanentemente para levantar los mosaicos a la màquina, tambièn señalaron que el actor volcaba las bolsas de 50 kilos en la batea, señalando asimismo los testigos que si bien les realizaban exàmenes preocupacionales y algunos exàmenes mèdicos periòdicos, nunca les indicaron el resultado y como elementos de protecciòn o de seguridad recièn les suministraron algunos (protectores auditivos, guantes o barbijos), en los ùltimos años de la relaciòn laboral (todos egresaron en el año 1.998), e indicaron que los elementos de protecciòn se los daban desde el año 1.996 aproximadamente.

9.- Corroborando lo expuesto en materia de incumplimiento de las medidas de prevenciòn y de seguridad por parte del demandado, observo que no se ha probado durante la plena vigencia de la ley 19.587 y el dec. 351/79 desde el ingreso del actor en octubre de 1.982 y hasta la sanciòn de la L.R.T. y sus reglamentaciones, que se le hubieran efectuado al actor adecuadamente los exàmenes periòdicos  previstos en el art. 21, ap. 1.6 del dec. 351/79 (ya que no obstante haberlo reconocido los testigos del actor –aunque no con la frecuencia legalmente prevista-, no acercò la demandada constancia escrita de los mismos), ni del exàmen de adaptaciòn previsto en el art. 23 del referido cuerpo normativo, ni tampoco que se le hubieran informado al actor las patologìas que se hubieran hallado (art. 28 dec. 351/79), ni que se hubiera procurado el cambio de tareas a fin de preservar la integridad fisica del operario (art. 29 dec. 351/79), ni que se lo hubiera capacitado sobre la mejor forma de realizar su tarea eliminando o aminorando los riesgos para su salud (arts. 208 a 214 dec. 351/79).

10.- Tampoco se demostrò que con posterioridad a la vigencia de la L.R.T. (año 1.996), hubiera cumplimentado el empleador dentro de los 24 meses de firmado el contrato de afiliaciòn el Plan de Mejoramiento previsto en el art. 4, inc. 2 de la ley 24.557, ni que hubiera concretado o convenido con su aseguradora los exàmenes periòdicos previstos en la resoluciòn S.R.T. 43/97, art. 3.

11.- Pondero asimismo que de los instrumentos agregados por la aseguradora de riesgos del trabajo a fs. 43, 55/58 y 61/62, -que sin perjuicio de haber sido desconocidos por la parte actora, prueban a su favor en lo que fuere pertinente-,  y habiendo sido èstos expresamente reconocidos por la parte demandada a fs. 107,  surge que las primeras constancias de entrega de elementos de protecciòn datan de 1.994 (recordemos que el actor ingresò en 1.982), y que a la època de firma del contrato de afiliación entre la demandada y la A.R.T. (junio de 1.996), es decir cuando el actor llevaba ya trabajando 14 años, la empleadora se autocalifica con un nivel de cumplimiento I (es decir conforme al texto del decreto 170/96 “ es el nivel que implica el no cumplimiento de las obligaciones que conforme lo disponga la Superintendencia de Riesgos del trabajo se consideren bàsicas en materia de higiene y seguridad”), advirtièndose asimismo que recièn en setiembre de 1.998 se habrìa implementado el primer plan de mejoramiento, cuyo cumplimiento se habrìa verificado en diciembre de 1.998 (recordemos que el actor egresò en octubre de 1.998) (fs. 55/58 y 61/62).

12.- Recordemos asimismo que la parte demandada no produjo prueba oral (testimonial o confesional), y no concurriò a la audiencia de vista de la causa, por lo que se declarò su confesiòn en rebeldìa a tenor del pliego de fs. 329, quien viene asì a confirmar la modalidad de prestaciòn de sus labores por el actor, conforme se relatara en la demanda y lo declararan los testigos.

13.- Entiendo entonces que con la confesiòn ficta del representante legal de la accionada y los testimonios colectados en la audiencia de vista de la causa y aquí relatados, no desvirtuados por prueba contraria de la accionada, tengo entonces por demostradas las labores desempeñadas por don Canteros a las órdenes de “La Industrial Eduardo T. Carrizo S.A.” (punto c), que exigían la realización de esfuerzos del árbol columnario, especialmente en su zona lumbar, al tener que levantar mosaicos de entre 8 y 9 kilos, a razòn de 200 unidades por dìa, ò tener que cargar bolsas de piedra o cemento o marmolina de 50 kilos y depositarlas en la tarima, a razòn de 600 bolsas entre cuatro operarios, “a hombro” por lo menos dos veces por semana, o al tener que volcar bolsas de 50 kilos de material en la batea de la empresa, siempre en posiciòn de piè, y agachàndose permanentemente para tomar los mosaicos del piso y ponerlos en la màquina, sin que se le hubieran suministrado en forma suficiente los adecuados elementos de protección, ni que se lo hubiera capacitado para la mejor realizaciòn de sus trabajos con el menor compromiso fìsico posible, o que se le hubieran ampliado los perìodos de descanso o que se lo hubiera cambiado de tareas y consecuentemente, conforme a los dichos del perito médico, se halla demostrada la relación concausal entre las tareas desempeñadas por el actor, y las patologías columnaria lumbar y varicosa que porta el reclamante.

 ASI LO VOTO
A la misma cuestión planteada los señores Jueces Dres. Ana Rosa Binda y Oscar Adolfo Pozzolo adhieren por sus fundamentos.

A LA TERCERA CUESTION PLANTEADA LA SEÑORA JUEZA DOCTORA SILVIA ESTER BARTOLA DIJO:
1.- No habiendo sido negada por la parte demandada, ni por la citada aseguradora de riesgos del trabajo la fecha de toma de conocimiento de su incapacidad o consolidaciòn de su daño, denunciada por el actor en la demanda (30-10-98), asì se la tiene por demostrada por no resultar un hecho controvertido en autos, asimismo corresponde aclarar que a esa fecha el actor contaba con 40 años de edad conforme surge del poder obrante a fs. 2.

ASI LO VOTO
A la misma cuestion planteada los Dres. Ana Rosa Binda y Oscar Adolfo Pozzolo adhieren por sus fundamentos.

A LA CUARTA CUESTION PLANTEADA LA SEÑORA JUEZA DOCTORA SILVIA ESTER BARTOLA DIJO:
1.- Con la contestaciòn de demanda de fs. 26/30; la contestaciòn de la citada como tercero de fs. 69/98 y las constancias del informe pericial contable de fs. 158/161, tengo por demostrado que entre la empresa demandada y la Aseguradora de Riesgos del trabajo “Provincia A.R.T. S.A.”, existiò un contrato de afiliaciòn segùn las previsiones de la Ley de Riesgos de Trabajo, nùmero 11.995, cuya vigencia se extiende desde el 1 de julio de 1.996 hasta el 30 de junio de 2.000 y segùn obra en los registros de la A.R.T. la empresa demandada no ha cumplido con el pago del contrato adeudando cuotas desde el mes de abril de 1.998, habièndose producido la baja por falta de pago a los 28 dìas del mes de setiembre de 1.999 (punto a).

2.- En relaciòn al punto b) se observa respecto al cumplimiento por parte de la A.R.T. de sus obligaciones derivadas de las normas de la L.R.T. y sus reglamentaciones (dec. 1338/96, dec. 170/96, Resoluciòn S.R.T., 43/97), que èsta no cumpliò en tiempo y forma con la implementaciòn del Plan de Mejoramiento dentro de los 24 meses de firmado el contrato de afiliaciòn (art. 4, inc. 2 ley 24.557), dado que el contrato de afiliaciòn con la empleadora del actor se firmò en julio de 1.996, autocalificàndose el empleador en nivel I respecto al cumplimiento de las normas de higiene y seguridad (lo cual imponìa la implementaciòn de un ràpido plan de mejoramiento, cuyo cumplimiento no se demostrò dado que la prueba documental de fs. 55/58 y 61/62 se halla desconocida por el actor y no se produjo prueba alguna tendiente a demostrar su autenticidad).

 3.- Y aùn en el caso que admitièramos por vìa de hipótesis su autenticidad, se observa que el plan de mejoramiento se convino con el empleador en setiembre de 1.998 (es decir cuando ya habìa expirado el plazo de 24 meses previsto en la L.R.T.), y su presunto cumplimiento recièn se verificò en diciembre de 1.998, cuando el actor ya habìa egresado de la empresa.

4.- Nada agrega a esta cuestiòn la contestaciòn de oficio de fs. 292/314 remitido por el Tribunal del Trabajo nº 5 de Quilmes, adjuntando copias certificadas de piezas procesales correspondientes a la causa “Corvalàn c/ La Industrial...”, dado que se remiten fotocopias autenticadas de documentos pertenecientes a la A.R.T., de las que no sabemos si se hallan reconocidas o no por el actor, y que deberìan haber sido adjuntadas al presente en la etapa procesal oportuna para someterlas al reconocimiento del trabajador, sin perjuicio de lo cual se advierte que son copias iguales a las obrantes a fs. 55/58 y 61/62 de autos, que ya fueran valoradas supra, y se agrega ademàs un presunto plan de mejoramiento (fs. 298/300), que se le habrìa indicado a la empleadora el 5 de enero de 1.997 y en relaciòn al cual no se controlò el cumplimiento (no sabemos si se cumpliò), ya que no existen constancias de ello, es decir se le dijo a la empleadora què medidas debìa adoptar para mejorar la calidad de la prestaciòn de los servicios de higiene y seguridad en la empresa, y jamàs se controlò si la asegurada lo habìa cumplido.

  5.- Tampoco se demostrò que la A.R.T.. hubiera adoptado las medidas legalmente previstas para prevenir eficazmente los riesgos del puesto de trabajo (art. 4, 1er pàrrafo ley 24.557); ni que hubiese denunciado oportunamente los incumplimientos del empleador en materia de higiene y seguridad a la Superintendencia de Riesgos del Trabajo (art. 4, 4; 31, 1, a ley 24.557); ni que hubiera, antes del egreso del actor, exigido a la empleadora la implementaciòn de los planes y programas de prevenciòn establecidos por la L.R.T. (art. 31, 1, c, Ley 24.557); ni que hubiera promovido la prevenciòn en la empresa e informado a la Superintendencia de Riesgos del Trabajo acerca de los planes y programas exigidos a la empresa; ni que hubiera mantenido el registro de siniestralidad del establecimiento; ni que hubiera firmado el Plan de Mejoramiento con la empresa dentro de los tres meses de firmado el contrato de afiliaciòn o de los seis meses de vigencia del sistema de reparaciones de la L.R.T. (art. 9, 1er pàrrafo, dec. 170/96); ni que vigilara la marcha de los Planes de Mejoramiento en el lugar de trabajo, dejando constancia de sus visitas y de las observaciones efectuadas (ya vimos que si por vìa de hipòtesis admitièramos que lo cumpliò, ya era tarde, Canteros habìa egresado); ni tampoco finalmente se demostrò que la A.R.T. hubiera cumplimentado la realizaciòn de los exàmenes en salud previstos en la resoluciòn S.R.T. 43/97, que segùn la propia normativa es obligatoria en todos los casos en que exista exposiciòn a los agentes de riesgo mencionados en el inc. 1 del art. 3 de la resoluciòn, y que deben efectuarse con las frecuencias y contenidos mìnimos indicados en el anexo II, incluyendo un exàmen clinico, por medio del cual seguramente se habrìan detectado los claros signos de lumbalgia por artrosis y osteofitosis y las rotundas vàrices que presenta el actor y se habrìan podido adoptar los recaudos para disminuir o aminorar los riesgos del trabajo que ya estaban afectando su salud.

Con tales consideraciones asì voto el punto b) de la presente cuestiòn.

ASI LO VOTO

A la misma cuestion planteada los Dres. Ana Rosa Binda y Oscar Adolfo Pozzolo adhieren por sus fundamentos.

A LA QUINTA CUESTION PLANTEADA LA SEÑORA JUEZA DOCTORA SILVIA ESTER BARTOLA DIJO:
1.- Cotejado el listado de enfermedades previstas en el  decreto 658/96 (laudo M.T. 156/96), se observa que las dolencias por las que reclama el actor (sìndrome raquiàlgico global y vàrices bilaterales en miembros inferiores), no se encuentran incluidas en la referida lista.

ASI LO VOTO
A la misma cuestion planteada los Dres. Ana Rosa Binda y Oscar Adolfo Pozzolo adhieren por sus fundamentos.

Con lo que terminó el acuerdo firmando los señores Jueces por ante mi que doy fe.         

           Silvia Ester Bàrtola

                Presidente

Oscar Adolfo Pozzolo       Ana Rosa Binda

       Juez                       Juez

                    Blanca Ester Rivolta

                        Secretaria

En Quilmes, a los seis dias del mes de febrero de dos mil seis, se reúnen en la Sala de Acuerdos los señores Jueces integrantes del Tribunal del Trabajo n°3 de esta ciudad, Doctores Silvia Ester Bártola, Ana Rosa Binda y Oscar Adolfo Pozzolo, bajo la Presidencia de la  primera de los nombrados y presente el Actuario, a efectos de dictar sentencia en la causa n° 15.347 caratulada "Canteros Andrès Avelino c/ La Industrial Eduardo T. Carrizo S.A.I.C.s/ accidente ley 24.557".

El Tribunal resuelve guardar el orden de votación establecido en el veredicto que antecede y plantear las siguientes cuestiones:

PRIMERA CUESTION: Es procedente la demanda entablada?

SEGUNDA CUESTION: Que pronunciamiento corresponde dictar?

A LA PRIMERA CUESTION PLANTEADA LA SEÑORA JUEZA DRA. SILVIA ESTER BARTOLA DIJO: 

    
I) ANTECEDENTES:
    1.- A fs. 7/15 se presenta el Doctor Mario Luis Chajet en representación de Andrès Avelino Canteros y entabla demanda por cobro de indemnización emergente de la Ley de Riesgos del Trabajo contra la empresa “La Industrial de Eduardo T. Carrizo S.A.I.C.”.

     Relata que su mandante ingresó a laborar para la accionada, fàbrica de mosaicos, mesadas y escaleras, en el mes de octubre de 1.982, egresando  en octubre de 1.998, desempeñándose en calidad de oficial mosaista, detallando el horario cumplido y el salario percibido.

Detalla que como consecuencia de las labores realizadas a las órdenes de la accionada, que describe, el actor porta sìndrome raquiàlgico global y vàrices bilaterales de miembros inferiores. Consigna la incapacidad laborativa que las mismas le ocasionan, practicando liquidaciòn del resarcimiento que procura. Plantea la inconstitucionalidad de los arts. 6, 8, 9, 21, 22, 46 de la L.R.T. y 23, 27, 28 y 32 del decreto 717/96 y art. 1 del decreto 334/96, fundado en que se violarìan disposiciones de la Constituciòn Nacional al impedirse el acceso a la justicia cuando se excluye de cobertura indemnizatoria a las enfermedades vinculadas con el trabajo, y se atentarìa contra el art. 99 de la C.N. al arrogarse el Poder ejecutivo facultades correspondientes al Legislativo (art. 6 de la L.R.T.), asimismo en el decreto 717/96 se violan el derecho al debido proceso (art. 18 C.N.), arts. 5 y 75 inc. 1 y 121 de la C.N. y arts. 1 y 39 de la Constituciòn de la Provincia de Buenos Aires al determinar la competencia de la justicia federal en cuestiones que no poseen tal calidad. En referencia a los arts. 21, 22 y 46 de la L.R.T. manifiesta que se sustraerìa la causa de sus jueces naturales, se vedarìa el acceso a la justicia y se violarìa el derecho al debido proceso y en cuanto al decreto 334/96 art. 1 manifiesta que al referir que solo seràn responsables ante los trabajadores los empleadores autoasegurados y los que no tomaron seguro, se estarìa violando el art. 18 de la C.N. por denegaciòn de justicia. Funda en derecho, ofrece prueba y solicita el progreso de la acciòn.

    2.- A fs. 26/30 contesta la demanda el Doctor Pablo Martucci, en su calidad de apoderado de la empresa “La Industrial de Eduardo T. Carrizo S.A.I.C.”, solicitando la citaciòn de la Aseguradora de Riesgos del Trabajo “Provincia A.R.T. S.A.”, negando en forma preliminar los hechos narrados en la demanda; impugna el detalle de las tareas y modalidad de las mismas indicado por el actor y niega la responsabilidad de su comitente en relaciòn a las enfermedades que dice padecer el reclamante; se opone, por los argumentos que esgrime, a la declaraciòn de inconstitucionalidad de los artìculos de la ley 24.557 planteada por la parte actora. Funda en derecho, ofrece prueba y solicita el rechazo de la acción;

  3.- A fs. 69/98 contesta la citaciòn en calidad de tercero el Doctor Miguel Angel Gallardo y la Doctora Alicia Alejandra Marìa Leiro, en su calidad de apoderados de “Provincia Aseguradora de Riesgos del Trabajo S.A.”. Contestan el planteo de incostitucionalidad de la ley 24.557 y del art. 1 del decreto 334/96; opone excepciòn de incompetencia del tribunal por hallarse el procedimiento de la L.R.T. previsto en los arts. 21, 22 y 46 del mismo cuerpo normativo. Opone excepciòn de falta de acciòn por no hallarse las dolencias reclamadas por el actor incluidas en el art. 6 de la L.R.T., decreto 658/96 y opone excepciòn de falta de legitimaciòn pasiva por no haber acaecido ninguna de las contingencias previstas en la L.R.T.; contesta en subsidio la citaciòn pedida por el empleador y niega que deba hacerse lugar a la misma por las razones que explica. Funda en derecho. Ofrece prueba y solicita el rechazo de la citaciòn como tercero o en garantìa.

4.- A fs. 119 se abre la causa a prueba, y a fs. 158/161 y 174 se glosa el informe pericial contable y sus aclaraciones, resultando consentido por las partes; a fs. 140 se agrega el informe pericial técnico no mereciendo objeción de las partes; a fs. 194/196, 205/209, 218 y 226 luce el informe pericial médico y sus aclaraciones, resultando finalmente consentido por las partes.

5.- A fs. 228 se agregò contestaciòn de oficio por la Superintendencia de Riesgos del Trabajo; a fs. 234/237 se glosò contestaciòn de oficio de la Superintendencia de Seguros de la Naciòn; a fs. 253 se agregò contestaciòn de oficio de Pluriservicios y a fs. 292/314 se glosò contestaciòn de oficio del Tribunal del trabajo nº 5 de Quilmes;

6.- A fs. 285 se designó fecha para la celebración de la audiencia de vista de la causa, que se llevó a cabo en la oportunidad prevista y en la cual se declarò la confesiòn en rebeldìa del representante legal de la empresa demandada a tenor del pliego glosado a fs. 329 y se produjo la prueba oral testimonial ofrecida por la parte actora; desistiendo las partes comparecientes (actora y aseguradora de riesgos del trabajo) del resto de las pruebas y una vez finalizado el acto se ordenò el pase de los autos al Acuerdo para dictar veredicto y sentencia, todo ello según consta en el acta de fs. 330.

II) RESOLUCION:
      1.-  La parte actora reclama en autos el pago de la indemnización emergente de la ley 24.557, por la incapacidad laborativa derivada de sìndrome raquiàlgico global y vàrices bilaterales de miembros inferiores.

     2.- Segùn hemos visto en el veredicto, que para el dictado de la presente tengo ante mi, el actor Andrès Avelino Canteros trabajó en relaciòn de subordinaciòn y dependencia para la empresa “La Industrial de Eduardo T. Carrizo S.A.I.C.”, sita en la Avenida Calchaquì Km. 22.100 de Quilmes, ingresando el 1 de octubre de 1.982 y egresando el 30 de octubre de 1.998.

    3.- Se probó asimismo que el actor desempeñó tareas en calidad de “oficial mosaista”, de lunes a viernes, en jornadas que no excedìan las 9 horas diarias de labor; y que percibió un salario mensual, a la època del egreso de $ 580,00.- (veredicto primera cuestión).

      4.- Quedò igualmente acreditado, merced a las constancias del informe pericial médico obrante en autos, y las explicaciones brindadas por el experto al contestar las impugnaciones de la aseguradora de riesgos del trabajo, que el actor presenta, en relación concausal con las labores desempeñadas a las órdenes de la accionada, un cuadro lumbàlgico que se produce a la realizaciòn de esfuerzos, acompañado de un cuadro radiològico con signos incipientes de artrosis y osteofitosis, y un cuadro importante de vàrices bilaterales en miembros inferiores con insuficiencia de la safena interna, que le producen respectivamente una incapacidad del 12% y 20% de la total obrera, adjudicando el perito mèdico un porcentaje del 50% de la incapacidad detectada en el actor a factores predisponentes personales y el 50% restante a la relaciòn directa con las tareas desarrolladas a las òrdenes del empleador, de probarse las mismas tal como fueran detalladas en la demanda. 

    5.- Las tareas descriptas por el actor en la demanda, han sido ampliamente corroboradas con la confesiòn ficta del representante legal de la parte demandada empleadora y por la declaraciòn de los testigos acercados por la parte actora (recordemos que la accionada empleadora no compareciò a la audiencia de vista de la causa y la aseguradora de riesgos del trabajo desistiò en dicho acto de su prueba oral).

6.- Estos testigos, reiteramos, destacaron que en el cumplimiento de sus funciones a las órdenes de la accionada para la cual laboró desde 1.982 a 1.998, el actor debió realizar esfuerzos permanentes y continuados con su árbol columnario, especialmente en su zona lumbar, al tener que levantar y/o movilizar pesados mosaicos de 8 ò 9 kilos a razòn de 200 por dìa para ponerlos en la pulidora, asì como tambièn levantar bolsas de piedra de 50 kilos y de cemento para poner en la tarima, destacandose en veredicto que entre cuatro operarios bajaban del camiòn 600 bolsas y que el camiòn iba a la empresa 2 veces por semana, siendo que las bolsas se descargaban “a hombro” y se ponìan en la tarima, trabajando siempre en posiciòn de piè y agachàndose y levantàndose permanentemente para levantar los mosaicos hasta la màquina.

7.- Tambièn señalaron que el actor volcaba las bolsas de 50 kilos en la batea, señalando asimismo los testigos que si bien les realizaban exàmenes preocupacionales y algunos exàmenes mèdicos periòdicos, nunca les indicaron el resultado, ni los capacitaron para la realizaciòn de sus trabajo, y como elementos de protecciòn o de seguridad recièn les suministraron algunos (protectores auditivos, guantes o barbijos), en los ùltimos años de la relaciòn laboral (todos egresaron en el año 1.998).

8.- Indicaron que los elementos de protecciòn se los daban desde el año 1.996 aproximadamente, hecho que quedò asimismo corroborado con los instrumentos documentales aportados por la aseguradora de riesgos del trabajo, reconocidos por la empleadora (y desconocidos por el actor, por ello se valoraron en cuanto probaran a su favor), en los cuales consta que los primeros elementos de protecciòn le fueron suministrados al actor en el año 1.994 y que la empleadora se hallaba en el nivel I de cumplimiento de sus obligaciones en materia de higiene y seguridad en el trabajo conforme decreto 170/96, a la època de la firma del contrato de afiliación (julio de 1.996) y que recièn estuvo en condiciones de acceder al III nivel en diciembre de 1.998, dos meses después de egresado el actor.

   9.- De este modo, mediante la acreditación de las tareas descriptas en la demanda y las constancias del dictamen médico obrante en autos, se tuvo por justificada la existencia de la relación concausal entre las afecciones lumbalgica y varicosa que porta Canteros con las labores desempeñadas durante el lapso de 16 años laborado a las órdenes de la accionada, que influyó indudablemente ocasionando y/o agravando y desarrollando respectivamente las patologías indicadas (veredicto, segunda cuestión).

   10.- Asimismo se demostró que el actor tomó conocimiento de su estado incapacitante el 30 de octubre de 1.998, època de su egreso de la accionada, hecho èste que no fuera desconocido por la accionada ni por la citada en garantìa (veredicto, tercera cuestiòn).

   11.- Tambièn se acreditò en la cuarta cuestiòn del acto fàctico que entre la empresa empleadora demandada y “Provincia Aseguradora de Riesgos del Trabajo S.A.” existiò un contrato de afiliaciòn en los tèrminos de la Ley de Riesgos del Trabajo, cuyo nùmero es 11.995, tenìa vigencia desde el 1 de julio de 1.996 hasta el 30 de junio de 2.000 y fue dado de baja por falta de pago en fecha 28 de setiembre de 1.999.

12.- Por su parte no se demostrò que la A.R.T. hubiera cumplimentado ninguna de las obligaciones a su cargo impuestas por la ley 24.557 ni por el decreto 1.338/96, o decreto 170/96, o resoluciòn S.R.T. 43/97, ya que presentò documentos tendientes a acreditar la implementaciòn de planes de mejoramiento con la empleadora que fueron desconocidos por el actor, sin demostraciòn de autenticidad, o glosados en forma incorrecta ya que no pudo, por habèrselos pedido como prueba oficiatoria, sometèrselos a reconocimiento del actor.

13.- No obstante lo cual, si se hubiera probado la autenticidad, nada habrìan aportado en relaciòn al actor dado que del primer presunto plan de mejoramiento de enero de 1.997, ni siquiera se controlò su cumplimiento, y en relaciòn al segundo, se habrìa implementado recièn en setiembre de 1.998 y presuntamente se cumplimentò en diciembre de 1.998 (es decir dos meses despuès del egreso del actor).

14.- Se ponderò especialmente que no se demostrò que la A.R.T., hubiera denunciado en los casi dos años y medio en que estuvo en contacto con el actor en su condiciòn de aseguradora del demandado, los incumplimientos de èste en la Superintendencia de Riesgos del Trabajo, ni hubiera realizado los exàmenes periòdicos legalmente previstos, ni hubiera acordado dentro de los tres meses de la afiliaciòn un plan de mejoramiento con el empleador, ni que hubiera controlado y vigilado la ejecuciòn de los presuntos planes de mejoramiento que acordò extemporàneamente, ni que hubiera brindado capacitaciòn a Canteros en tècnicas ergonòmicas de prevenciòn de riesgos, etc. etc.   

  15.- Finalmente, en la quinta cuestiòn del acto fàctico se demostrò que las patologìas por las que acciona el actor no se encuentran previstas en el listado del decreto 658/96 (laudo M.T. 156/96). 

16.- Corresponde ahora analizar, ponderando las probanzas aportadas y los hechos que han quedado acreditados si resulta procedente la demanda articulada que en su fundamento persigue el cobro de indemnizaciòn tarifada por enfermedad vinculada concausalmente con el trabajo conforme a la normativa de la Ley de Riesgos y a la Constituciòn Nacional.

17.- Atento a ello y adentràndonos en el análisis de las patologías de columna lumbar (lumbalgia con manifestaciòn radiològica y repercusiòn funcional) y varicosa en ambos miembros inferiores por las cuales reclama el actor indemnizaciòn tarifada conforme a la ley especial, hemos visto en el veredicto que se ha demostrado la existencia del daño invocado, de su relación con el trabajo y de las omisiones del empleador de las diligencias exigibles en razón de la naturaleza de la obligación a su cargo, es decir, se acreditó el daño, el incumplimiento del empleador a sus obligaciones derivadas del contrato de trabajo y la relación causal, con lo cual quedaría plenamente configurado el presupuesto para el análisis de los planteos de inconstitucionalidad articulados en la demanda y oportunamente contestados por la parte demandada y por la aseguradora de riesgos del trabajo, máxime teniendo en cuenta que, vigente a la época de toma de conocimiento o consolidación del daño (30 de octubre de 1.998), la ley 24.557 de Riesgos del Trabajo, no se trata ya de la resolución de cuestiones abstractas, como podía haberlo sido en la etapa inicial, sino que se ha llevado adelante la totalidad del juicio y se han recibido las pruebas que hacen a los hechos invocados por las partes, por lo que en la actual etapa se impone la necesidad de definir si asiste efectivamente al actor el derecho que invoca a los fines de obtener el resarcimiento que persigue.

18.- En síntesis se configura en este caso, el “caso” o “controversia” en cuyo contexto el análisis y eventual declaración de inconstitucionalidad que se propone resulta imprescindible para la resolución de la causa (Ackerman, Mario “La responsabilidad civil en la Ley de Riesgos del Trabajo”, pág. 184; Corte Néstor T.- Machado José D. “Siniestralidad Laboral”, pág. 383).

19.- En tal aspecto notamos que el demandante plantea como cuestión previa a la procedencia del reclamo fundado en las normas de la Ley de Riesgos del Trabajo (24.557) y en la Constituciòn Nacional, la inconstitucionalidad de los arts. 6, 8, 9, 21, 22, 46 de la L.R.T.; 23, 27, 28 y 32 del decreto 717/96, y 1 del decreto 334/96, desarrollando los argumentos que seguidamente expondremos.

20.-  Reiterando los conceptos vertidos en el acto fáctico recordamos que según quedó allí demostrado las patologías por las cuales demanda el reclamante, esto es, sìndrome raquiàlgico -o lumbalgia con signos de artrosis y de osteofitosis-, y vàrices bilaterales de miembros inferiores, no se hallan previstas en el listado de enfermedades profesionales del decreto 658/96 (laudo del MT 156/96).

21.- En tales condiciones y en virtud de dicha exclusión el actor plantea la inconstitucionalidad del art. 6, apartado 2 de la ley 24.557, indicando que conforme se ha estructurado el sistema y al quedar excluidas del mismo las enfermedades que reconocen una concausa en el trabajo, se estarían violando los principios de garantìa del debido proceso del art. 18 de la C.N., así como el de divisiòn de los poderes previstos en el art. 99 inc.3, 2º pàrrafo de la C.N., al arrogarse el Poder ejecutivo facultades legislativas no siendo el caso de “emergencia” ni de “materia inherente a la administraciòn del estado”. Plantea tambièn la inconstitucionalidad de los arts. 8, 21, 22, 46 de la L.R.T. por intentarse con ellos sustraer la causa de su juez natural, vedar el acceso a la justicia e impedir el derecho al debido proceso, sustrayèndose asimismo de los Tribunales ordinarios provinciales la jursidicciòn propia que por la C.N. les corresponde en virtud del art. 75 inc. 12 y 106 del referido cuerpo normativo; asimismo por el decreto 717/96 (arts. 23, 27, 28 y 32) se violarìa el derecho al debido proceso (art. 18 C.N.) y se conculcarìan los arts. 5, 75 inc. 12 y 121 de la C.N. y arts. 1 y 39 de la Constituciòn Provincial al impedirse la aplicaciòn del derecho comùn en el àmbito provincial.

22.- Señalado ello, corresponde entonces analizar y resolver el reclamo articulado persiguiendo la indemnizaciòn tarifada prevista en la Ley de Riesgos del Trabajo, por incapacidad derivada de lumbalgia por signos de artrosis y osteofitosis, y vàrices bilaterales de miembros inferiores, ponderando que dicha patología se halla excluida como enfermedad profesional en razón de su ajenidad al listado aprobado por el decreto 658/96.

23.- Y en un principio de anàlisis de la cuestiòn planteada, y refiriendo especìficamente al planteo de inconstitucionalidad de los arts. 8, 21, 22 y 46 de la L.R.T., y de los arts. 23, 27, 28 y 32 del decreto 717/96, estimo que el tema se halla definitivamente resuelto a favor de la inconstitucionalidad de las referidas normas, tanto por la Suprema Corte de la Provincia de Buenos Aires, como por la Corte Suprema de la Naciòn.

24.- En tal sentido Nuestro Superior Tribunal Provincial ha establecido en reiteradas causas “Quiroga Eduardo c/ Ciccone Calcogràfica” L. 75.708 del 23-4-03, “Sparnochia Rubèn Ramòn c/ Empresa San Vicente S.A. de Transportes”, L. 81.339 del 14-10-03; “Rufino Walter O. C/ Provincia Aseguradora de Riesgos del Trabajo S.A.” L. 88.784 del 8-06-05, entre otras, que los arts. 8, 21, 22, 46 de la L.R.T. y consecuentemente el decreto reglamentario 717/96, son inconstitucionales por violaciòn de los arts. 39, 166 de la Constituciòn Provincial; arts. 5, 75 inc. 12, 116, 121 de la Constituciòn Nacional, atento a que “las comisiones mèdicas en cualquiera de sus funciones sustraen una facultad propia de los gobiernos provinciales –dictamen-, o violan la garantìa del juez natural –funciones jurisdiccionales administrativas-, y avanzan sobre las atribuciones que son propias de los gobiernos provinciales” (voto de la Dra. Kogan), y asimismo se estableciò que “la asignaciòn de competencia a organismos nacionales y a la justicia federal que establecen los arts. 21, 22 y 46 de la L.R.T. y el decreto 717/96 con sustracciòn de materias propias de la justicia local configura un supuesto de inconstitucionalidad directa absoluta al constituir una violaciòn de los arts. 5, 75 inc. 12, 116 y 121 de la Constituciòn Nacional” (voto de la Dra. Kogan).

25.- En el mismo sentido se expresò en dicho fallos que “la declaraciòn de inconstitucionalidad decretada en cuanto a la parte adjetiva no altera en modo alguno las disposiciones de caràcter sustantivo que contiene la ley 24.557. El modo en que el damnificado procure el cobro de las sumas debidas no està enteramente ligado a un tràmite determinado. Lo que importa es que la responsabilidad por las prestaciones que establece la ley, y en la medida de èstas, sean cumplidas por quien se encuentra obligado a hacerlo. Estos elementos hacen a la responsabilidad, en tanto lo adjetivo o instrumental constituye una forma de acceder a los beneficios de la ley especial...”.

26.- En el mismo sentido, entendiendo que resulta inconstitucional el art. 46 de la L.R.T. en cuanto dispone la competencia de la justicia federal respecto de normas que pertenecen al derecho comùn, se expidiò la Corte Suprema de Justicia de la Naciòn en autos “Castillo angel c/ Ceràmica Alberdi” sentencia del 7-09-04.

27.- Propongo entonces que se declare la inconstitucionalidad de los arts. 8, 21, 22, 46 de la L.R.T. y del decreto 717/96 por violaciòn a los arts. 39, 166 y cc. de la Constituciòn de la Provincia de Buenos Aires y 5, 75 inc. 12, 116 y 121 de la Constituciòn Nacional, declaràndose competente este Tribunal para entender en la cuestiòn planteada, resultando vàlido el procedimiento previsto por la ley adjetiva provincial  nº 11.653..

28.- Yendo ahora sì al decisorio en los temas propuestos cabe destacar que, según creemos, la definición contenida en la norma relativa a que “las enfermedades no incluidas en el listado como sus consecuencias en ningun caso serán consideradas resarcibles”, debe ser interpretada con relación al propio marco normativo al cual pertenece, es decir, que la exclusión aparece definida exclusivamente respecto del propio sistema de la Ley de Riesgos de Trabajo, o en relación a las distintas hipótesis del resarcimiento allí previstas (sistema prestacional definido por las normas de los arts. 13, 14, 15, 17, 18, 20 y cc. L.R.T.), sin que pueda interpretarse que esa definición tenga el alcance de excluir al mismo tiempo la posibilidad de obtener la reparación del perjuicio por aplicación del régimen común de la responsabilidad civil que integra nuestro ordenamiento jurídico.

29.- Asì Nèstor Corte y Josè Machado expresan que “en tal direcciòn ningùn esfuerzo exige establecer que la “mejor” interpretaciòn constitucional del art. 6 (desde que resulta inconcebible que se haya querido instituir una licencia para dañar impunemente), es leerlo como definiendo los presupuestos de acceso a una reparaciòn sistèmica, impuesta a las aseguradoras y consistente en el tipo de prestaciones derivadas de la misma ley. Consecuentemente, los daños que por cualquiera de las causas mencionadas no fueran reconocidos como “contingencias sistèmicas” q
uedan automàticamente fuera del universo fàctico-jurìdico regulado por la L.R.T. y regidos por las disposiciones del Derecho Comùn en tanto, desde luego se verifiquen a su respecto los presupuestos convocantes de responsabilidad conforme a las reglas del juego vigentes en dicho àmbito”(cfr. Nèstor Corte, Josè D. Machado “Siniestralidad Laboral ley 24.557”, pàg. 380).

30.- En tal sentido se ha dicho que “resulta irrazonable sostener que las enfermedades no contenidas en el listado no puedan ser consideradas resarcibles, resultando inconstitucional la negación al derecho de obtener reparación de un daño que es imputable a una persona, por el hecho de que la misma esté vinculada al damnificado por una relación de dependencia (sea esta de empleo privado o de empleo público). El doctor Vazquez Vialard ha sostenido que se puede promover demanda solicitando la reparación debida y que ella debe fundarse en los principios de la Ley de Contrato de Trabajo (en cuanto fuere aplicable) y del Código Civil, teniendo como objetivo obtener el resarcimiento de un daño producido como consecuencia del desarrollo de una relación de trabajo…”  (C.Trab. Córdoba, sala 10, abril 30-999 “A., H.Z. c/ Barrado S.A.”).

31.- Asimismo, comparto el criterio que establece que “el sistema previsto en la ley 24.557 rige exclusivamente para aquellas enfermedades derivadas del trabajo que figuran en la nómina o listado de enfermedades a que hace referencia el art. 6°, lo cual no significa que aquellas enfermedades con nexo causal en el trabajo, no contempladas en dicha ley (en la lista), no tengan la posibilidad de resarcimiento alguno por otra vía legal. Es más, el apartado 3 del art. 6° L.R.T., al establecer el régimen de exclusiones, no contempla esas hipótesis (las de las enfermedades accidente), y además el hecho de los casos contemplados como excluidos no significa que quien se considere perjudicado por acción u omisión de otro, o por responsabilidades objetivas no pueda ejercer las acciones pertinentes, tal como se pretende establecer en el art. 39 inc. 4 de la L.R.T.” (C.Trab. Córdoba, sala 10, abril 30-999, “A., H.Z. c/Barrado S.A.”).

32.- Por otro lado y ratificando esta interpretación observo que la propia norma del art. 39, apartado 1, de la L.R.T., solo cancela el derecho a un reclamo con fundamento en las normas del Código Civil cuando el damnificado pueda acceder a las prestaciones del sistema especial. De modo que si no es acreedor a éstas, nada parece obstar a una reparación de las mismas, ya fuera en forma tarifada, por responsabilidad contractual subjetiva -por aplicaciòn analògica y equivalente al règimen especial-, o plena conforme a los postulados de responsabilidad extracontractual del Còdigo Civil.

33.- Si esto no fuera así y coincidiendo con Ackerman, nosotros también opinaríamos como Vazquez Vialard en cuanto a la inevitable inconstitucionalidad del párrafo final del art. 6, apartado 2 de la L.R.T., porque se estaría privando a un damnificado del derecho a la reparación del daño sufrido, sin proveerle siquiera, una reparación limitada en su monto (Ackerman, Mario “La responsabilidad Civil en la Ley sobre riesgos del Trabajo, pág. 253; Vazquez Vialard, Antonio “Aspectos fundamentales de la Ley sobre Riesgos del Trabajo”, T. y S.S., tomo 29, pág.741).

34.- Atento a ello, ponderamos que una interpretación armónica de la norma, tendiente asimismo a evitar (en principio y en la medida de lo posible), la última razón de la declaración de inconstitucionalidad, nos lleva a considerar que, si la enfermedad no se halla prevista en el listado –y por ende no es resarcible por la A.R.T.-, deberà responder el empleador, ya sea en forma plena, o tarifada, de acuerdo a que el reclamo sea por responsabilidad extracontractual o contractual, de acuerdo con las normas aplicables del Código Civil.

35.- Sentado ello advertimos que en tal caso el planteo de inconstitucionalidad solo podría referirse a la exclusión de la contingencia de la cobertura prevista por la ley, a los fines del otorgamiento de las prestaciones emergentes de la misma por parte de la A.R.T., sin comprender los supuestos que, como el caso de autos, habilitan al trabajador a deducir la acción común destinada a obtener el resarcimiento de la incapacidad derivada de una afección, que por resultar solo concausalmente atribuible al trabajo, queda fuera del ámbito de aplicación del sistema implementado por la L.R.T.

36.- Es decir que la compatibilidad o incompatibilidad del art. 6, apartado 2 de la L.R.T., con las normas de la Constitución Nacional debería ser examinada ante el reclamo concreto fundado en la exclusión de cierta enfermedad atribuible al trabajo, del régimen de prestaciones de la L.R.T. a cargo de la A.R.T., y no cuando se trata de una pretensión que se dirige contra el empleador para obtener el resarcimiento de daños provocados por una enfermedad excluida del listado, conforme al régimen del derecho común.   

37.- Entendemos que no siendo éste un reclamo que procura la inclusión de la enfermedad por la que se persigue resarcimiento, dentro de las prestaciones de la Ley de Riesgos del Trabajo y a efectivizar por parte de la A.R.T., sino un reclamo contra el empleador, que, sin perjuicio del derecho invocado por la parte actora y en virtud del principio “iura curia novit” (de ineludible aplicaciòn por los Jueces) hallarìa ùnicamente fundamento en las normas del Còdigo Civil, esto es, en la responsabilidad contractual del empleador basada en la culpa o negligencia del mismo por incumplimiento de las obligaciones a su cargo respecto a la salud de sus dependientes (arts. 75 L.C.T. y arts. 519 a 522 del Còdigo Civil), y siendo que, según interpretamos supra, la norma del art. 6, inc. 2 de la L.R.T., carece de virtualidad para excluir la viabilidad de ese reclamo o su procedencia dentro del marco del derecho civil, el planteo de inconstitucionalidad devendría abstracto.

38.- No obstante ello y a todo evento, vale la pena destacar que si se realizase una interpretación que importase admitir un desmesurado alcance del art. 6, inc. 2 de la L.R.T., otorgándole calidad cancelatoria de cualquier resarcimiento dentro o fuera de ese sistema legal, se impondría sin dudas la declaración de inconstitucionalidad, en tanto configuraría un absurdo insostenible frente a las disposiciones de los art. 16, 17, 18, 19 y 31 de la Constitución Nacional, sostener que el daño configurado en razón de la incapacidad derivada de una dolencia con causa en el trabajo no es indemnizable bajo ningún esquema de nuestro ordenamiento jurídico solo porque el Poder ejecutivo (en uso de las facultades del art. 40, apartado 3 de la L.R.T.) decidió no incluirla en el listado de enfermedades profesionales, únicas resarcibles según dicho esquema legal.  

39.- En tal sentido y entendiendo que la Ley de Riesgos del Trabajo y el Código Civil son, desde el punto de vista estructural, dos sistemas de responsabilidad diferentes y autonómos, de modo tal que ninguno de ellos es fundamento o soporte del otro, no puede admitirse que las definiciones contenidas en uno de ellos, relativas a la identificación de las contingencias cubiertas, pueda ser proyectada, a efecto excluyente, sobre todo el resto del ordenamiento jurídico.

40.- Admitir lo contrario implicaria una clara violación del principio del “alterum non laedere”, principio este de raigambre constitucional que nutre todos los regímenes de responsabilidad (art. 19 de la C.N.), violentando asimismo, al cercenar los derechos patrimoniales del trabajador (que padece una enfermedad atribuible al trabajo desarrollado bajo la dependencia de otro), la garantía del art. 17 de la C.N., como así también transgrediendo los arts. 16 y 18 de la Carta Magna, al privar al trabajador de sustentar al reclamo en el régimen general de amparo invocable por todo aquel que sufre un daño injusto, sin otro fundamento que una discriminación subjetiva y objetiva basada en la naturaleza o categoría del daño.

41.-  En otro orden de cosas y si interpretáramos que la exclusión de la contingencia respecto del amparo del régimen especial importaría también excluir la posibilidad de obtener el resarcimiento por aplicación del régimen común de responsabilidad civil, existiría una clara violación de los principios contenidos en los arts. 5, 18 y 68 de la Declaración Americana de los Derechos y Deberes del Hombre, y 1.1, 4, 5, 8, 11, 25, y cc. de la Convención Americana sobre Derechos Humanos (Pacto de San José de Costa rica), actualmente incorporados a la Constitución Nacional por la vía del art. 75, inc. 22 de dicho cuerpo normativo, por todo lo cual y a todo evento, con el fin de dejar claramente sentada mi opinión propongo se declare la inconstitucionalidad del art. 6, apartado 2 de la L.R.T., por los considerandos precedentemente expuestos y a fin de aventar cualquier interpretación laxa que pudiera adjudicársele a la norma.

42.- Sentado ello, corresponde en consecuencia determinar los fundamentos de la responsabilidad civil que se atribuye al empleador según la configuración de presupuestos a los que la ley les imputa precisamente la obligación de indemnizar, resultando a nuestro juicio aplicable el encuadre previsto en el ámbito de la responsabilidad contractual del empleador, precisamente por la invalidación del sistema creado por la ley 24.557.

43.- En tal sentido opino en criterio concordante con una autorizada doctrina, que, a pesar de la modificaciòn introducida por la ley 24.557 al texto del art. 75 de la L.C.T. (suprimiò la “determinaciòn sumaria de lo que expresa su objeto”, en el caso “deber de seguridad”, asì como la referencia a la obligaciòn del empleador de “adoptar las medidas que segùn el tipo de trabajo, la experiencia y la tècnica sean necesarios para tutelar la integridad sicofìsica y la dignidad del trabajador”), estimo, reitero, que, habièndose producido un daño en la salud del trabajador como consecuencia de la ejecuciòn de un contrato de trabajo son aplicables las disposiciones referidas al deber de seguridad (ìnsito en toda relaciòn jurìdica) que algunos autores, en el àmbito de esta disciplina califican como ‘deber de previsiòn’, y que consecuentemente, uno de los principales dèbitos del empleador es realizar las acciones pertinentes para resguardar la integridad sicofìsica del empleado, o sea, de actuar de manera tal que el cumplimiento del contrato de trabajo no le traiga aparejado al otro contratante asumir riesgos que van màs allà de los propios del hombre: envejecer (condiciòn que surge en toda relaciòn contractual, del deber de actuar de buena fe –art. 1.198 C.Civil-)(Vazquez Vialard, “Acciones Judiciales Residuales en la Ley sobre Riesgos del Trabajo”, T. y S.S., 1.996, pàg. 655).  

44.- En relaciòn a este deber una parte de la doctrina ha comenzado a preguntarse, a partir de las reformas implementadas al art. 75 de la L.C.T. por la Ley de Riesgos, si el deber de seguridad del empleador subsiste, y en este entendimiento considero que no cabe ninguna duda de la subsistencia del mismo, con prescindencia inclusive de su consagraciòn legislativa, pues la obligaciòn tàcita de seguridad se encuentra ìnsita en el contrato (art. 1.198 C.C., art. 62 y 63 L.C.T.), y esta afirmaciòn no resulta enervada por la eliminaciòn del pàrrafo que obligaba al empleador “a adoptar las medidas que segùn el tipo de trabajado, la tècnica, etc.....”, en tanto ello viene impuesto por los arts. 4, 62, 63, 65, 66, 68, 70, 72, 73, 77 y 79 de la L.C.T., y arts. 4, 5, inc. H y 8 de la ley 19.587, cuya vigencia pone en evidencia la obligaciòn del empleador de adoptar medidas idòneas para tutelar la integridad sicofìsica y la dignidad de los trabajadores
.

45.- En lìnea con ello se ha entendido en la doctrina, en criterio que comparto, que el art. 75 constituye una autèntica fuente de reparaciòn extrasistèmica que permite reparar adecuadamente todos aquellos daños que deriven del incumplimiento del deber de seguridad aunque reconozcan una causa distinta de las contingencias previstas en el art. 6 de la L.R.T., dado que, se insiste, el propòsito del legislador fue reconocer la existencia de una acciòn autònoma derivada del incumplimiento del deber de seguridad para limitar cuantitativamente la responsabilidad del empleador y ratificàndose que la nueva redacciòn del artìculo 75 incluye ahora aquello de lo que antes carecìa (convocando por supletoriedad al règimen de los arts. 519/22 del Còdigo Civil), es decir un règimen resarcitorio propio de la responsabilidad subjetiva contractual laboral
.

46.- Como basamento de esta postura se puede agregar que ninguna utilidad tendrìa la normativa del apartado 2 del art. 75 de la L.C.T., reformado por ley 24.557, si solo se indemnizaran las contingencias derivadas de los accidentes de trabajo y enfermedades profesionales incluidas en el sistema cerrado creado por la L.R.T., ya que èstas contingencias tienen la reparaciòn sistèmica indepedendientemente de que fueran producidas por el incumplimiento del deber de seguridad, consecuentemente solo se puede explicar la redacciòn actual del apartado 2ª del art. 75 L.C.T., si se acepta la posibilidad de reparar aquellos daños provocados como consecuencia del incumplimiento del empleador del deber de seguridad que reconozcan una causa distinta a las enfermedades profesionales incluidas en el listado, todo ello sin declarar la inconstitucionalidad del referido aparatado.

47.- Coinciden con ello numerosos doctrinarios y precedentes jurisprudenciales
, agregando a ello Mario Ackerman que “de aceptarse esta interpretaciòn el art. 75 de la L.C.T. podrìa llegar a desempeñar a partir de su relaciòn con el sistema de la L.R.T., una funciòn similar a la cumplida por las enfermedades accidente en los regìmenes de la leyes 9.688 y 24.028”
.

48.- De interpretarse lo contrario, es decir de concluirse que la norma invocada cancela la posibilidad de reparar en forma tarifada las consecuencias inmediatas del daño ocasionado al trabajador por el incumplimiento del deber de seguridad del empleador (responsabilidad contractual subjetiva), cuando la enfermedad atribuible concausalmente al trabajo no se hallara prevista en el listado del decreto 658/96, entendemos que se impone la declaraciòn de inconstitucionalidad de la misma por violaciòn a los principios de indemnidad previsto en el art. 19 de la C.N.; de propiedad previsto en el art. 17 de la C.N.; de igualdad previsto en el art. 16 de la C.N.; arts. 5, 18 y 68 de la Declaración Americana de los Derechos y Deberes del Hombre, y 1.1, 4, 5, 8, 11, 25, y cc. de la Convención Americana sobre Derechos Humanos (Pacto de San José de Costa rica), actualmente incorporados a la Constitución Nacional por la vía del art. 75, inc. 22 de dicho cuerpo normativo, por todo lo cual y a todo evento, con el fin de dejar claramente expuesto mi criterio propongo se declare la inconstitucionalidad del art. 75 inc. 2 de la L.R.T., por los considerandos precedentemente expuestos y a fin de aventar cualquier interpretación extensiva que pudiera adjudicársele a la norma.

    49.- Del mismo modo y atento a que con la declaraciòn de inconstitucionalidad apuntada (y aùn sin ella), necesitamos apelar a la normativa del Còdigo Civil para delimitar y determinar la responsabilidad del empleador (ya que en el caso de declararse la inconstitucionalidad del art. 75 inc. 2 de la L.C.T., nos quedarìamos sin norma y tendrìamos que llenar ese vaciò legal recurriendo lisa y llanamente a los presupuestos de responsabilidad contractual por incumplimiento de contrato allì previstos; y  si apostàramos a la subsistencia del inc. 2, pero restringiendo su operatividad a las contingencias previstas en la L.R.T., de igual modo tendrìamos que ingresar a la responsabilidad contractual por la puerta del art. 75  L.C.T., y deberìamos buscar los presupuestos de responsabilidad contractual en los art. 519 a 522 del C.C.), corresponde entonces analizar la constitucionalidad de los arts. 1 y 39 inc. 1 de la L.R.T., en tanto impiden el acceso a la normativa civil (ya fuera èsta contractual o extracontractual), por cuanto determinan estos artìculos que “la reparaciòn de los daños derivados del trabajo se regiràn por la L.R.T.” y que “las prestaciones de esta ley eximen a los empleadores de toda responsabilidad civil frente a los trabajadores…con excepción de la derivada del art. 1.072 C.C.”, del mismo modo examinaremos aquì la constitucionalidad del art. 1 del decreto 334/96 en cuanto exime de toda responsabilidad por daños del trabajo a los empleadores asegurados segùn la L.R.T..  

50.- Y reiterando los fundamentos expresados anteriormente, tratàndose de un supuesto de daño provocado al trabajador como consecuencia del trabajo realizado y de los incumplimientos al deber de seguridad por parte del empleador, y siendo que las patologìas que porta el reclamante no hallan encuadre en el listado de contingencias previstas en el dec. 658/96, resultaria inconstitucional sostener que los daños asì ocasionados se regiràn por una ley que no los contempla, o afirmar la eximiciòn civil del empleador por la percepción de prestaciones no previstas para el caso de autos, o ratificar su falta de responsabilidad por hallarse asegurados, mediante un seguro que no contempla el supuesto de autos, todo ello porque de admitir tales hipótesis se estarìan violando lisa, llana y abiertamente los postulados y garantìas de indemnidad previstos en el art. 19 de la C.N.; de propiedad previsto en el art. 17 de la C.N.; de igualdad previsto en el art. 16 de la C.N.;  y los principios contenidos en los arts. 5, 18 y 68 de la Declaración Americana de los Derechos y Deberes del Hombre, y 1.1, 4, 5, 8, 11, 25, y cc. de la Convención Americana sobre Derechos Humanos (Pacto de San José de Costa rica), actualmente incorporados a la Constitución Nacional por la vía del art. 75, inc. 22 de dicho cuerpo normativo.

51.- En tal sentido estimo, en criterio concordante con jurisprudencia reciente que “la exclusiòn y eximiciòn de la vìa reparadora civil que contiene el art. 39 inc. 1 de la ley de riesgos del trabajo, mortifica el fundamento definitivo de los derechos humanos enunciados por la Declaraciòn Universal de Derechos Humanos, esto es, la dignidad del ser humano, que no deriva de un reconocimiento, ni de una gracia de las autoridades o poderes, sino que resulta intrìnseca e inherente a todas y cada una de las personas humanas y por el solo hecho de serlo”, habièndose agregado asimismo que “la exenciòn de responsabilidad del empleador frente a infortunios  laborales, en los tèrminos del art. 39, inc. 1 de la ley 24.557, configura una vìa apta para eludir el cumplimiento de los deberes constitucionales y legales de preservar el estado de seguridad, higiene y dignidad en el trabajo, ya que mediante la simple contrataciòn de un seguro legal se podrà lograr la impunidad ante la culpa que pudiera causar un daño”(Suprema Corte, “Aquino Isacio c/ Cargo Servicios”, sent. 21-9-04), por todo lo cual y a todo evento, con el fin de dejar claramente sentada mi posiciòn propongo se declare la inconstitucionalidad de los arts. 1º y 39 inc. 1º de la L.R.T. y art. 1º del decreto 334/96, por los considerandos precedentemente expuestos.
52.- Sintetizando, a mi criterio no solo resultan resarcibles en forma tarifada los daños previstos en el art. 6º de la ley 24.557 sino y ademàs los que devienen por daños en los tèrminos del art. 75 L.C.T.. La expresiòn daños prevista en el art. 6 de la ley 24.557 en modo alguno limita la posibilidad de que se reclamen daños derivados del incumplimiento a otras leyes tales como el previsto en el art. 75 L.C.T., por incumplimiento a la ley de higiene y seguridad, pues en su defecto los habrìa precisado, y ademàs al modificarse el art. 75 el legislador se habrìa encargado de mutilar tambièn ese daño por incumplimiento a la prevenciòn y seguridad. 
53.- Estimo en consecuencia que lo ùnico que condiciona el art. 75 de la L.C.T., es a que ese daño, su reparaciòn, su indemnización deba ser necesariamente tarifada, suprimiendo la posibilidad de reparaciòn integral del daño, pero en modo alguno impide el ejercicio de la acciòn por reparaciòn de daños derivada del art. 75 L.C.T..

54.- En caso contrario y de no entenderse ello asì, a todo evento declaramos la inconstitucionalidad de los arts. 6; 75, inc. 2; 1º y 39 inc. 1º de la L.R.T., y convocamos por supletoriedad a los arts. 505, inc. 3; 519 a 522 del Còdigo Civil para resolver la cuestión planteada.

55.- Ponderando entonces los extremos que han quedado acreditados en autos observamos que resulta evidente la responsabilidad contractual subjetiva de la empleadora en relación a las patologías -y la consecuente minusvalía que ellas generan-, de lumbalgia con manifestaciones radiològicas y funcionales y vàrices bilaterales de ambos miembros inferiores que porta el actor, ya que el dependiente ingresó sano y apto, <no se ha demostrado lo contrario por la accionada>, y vió, como consecuencia de las tareas realizadas y del medio ambiente en que se desarrollaron, generadas, agravadas y/o desencadenadas las dolencias indicadas.

56.- Dichas afecciones, adquiridas o agravadas debido a la realización de sus trabajos con permanentes esfuerzos de su árbol columnario, en permanente posición de pie, al manipular y movilizar elementos relativamente pesados que acentuaron el esfuerzo de su raquis en el levantamiento y manipulación de las mismas <lumbalgia  con manifestaciones radiològicas de artrosis y osteofitosis y vàrices bilaterales de miembros inferiores>, podrían haber sido evitadas o cuando menos morigeradas con la realización de exámenes médicos periódicos completos, especialmente en el aspecto columnario, que hubieran posibilitado, en ese caso, una detección temprana de las afecciones que porta don Canteros y así viabilizar la adopción de un cambio de tareas a sectores con mayor deambulaciòn, o con màs cantidad de perìodos de descanso o que requirieran un menor compromiso de su raquis, que hubieran impedido la aparición o cuando menos el desarrollo y agravamiento de las afecciones que padece.

57.- No olvidemos que el empleador debe adoptar y poner en práctica las medidas adecuadas de higiene y seguridad para proteger la vida y la integridad de los trabajdores, específicamente en lo relativo a la adecuada capacitación y entrenamiento en las operaciones y procesos de trabajo (arts. 4, 8 y cc. ley 19.587), debiendo a tal fin disponer la revisación médica periódica del personal, desde su ingreso, registrando sus resultados en el respectivo legajo de salud, así como promover la capacitación del personal en materia de higiene y seguridad en el trabajo, particularmente en lo relativo a la prevención de los riesgos específicos de las tareas asignadas, entre otras medidas (art. 9 ley 19.587), recordemos que si bien los testigos admitieron haber sido objeto de exàmenes preocupacionales y algunos periòdicos, refirieron que jamàs se les informaron los resultados, y por otro lado el empleador no adjuntò constancia alguna de la efectiva realización de los mismos.

58.- De todo lo expuesto y ponderando, -si admitimos la realización de algunos exàmenes mèdicos periòdicos-, su falta de información al actor sobre los resultados, asì como la omisiòn en el cambio de tareas, o la falta de ampliación de perìodos de descanso, o la falta de suministro de trabajos con mayor deambulaciòn y menor compromiso vascular y lumbar durante su vinculación laboral, y, la carencia de la capacitación y falta de suministro de los medios adecuados para reducir y/o eliminar el esfuerzo columnario perjudicial, demuestran en esta causa, en forma contundente, que la empleadora no resultó previsora, desde el ingreso del actor <1.982> , en cuanto al cumplimiento de las leyes de higiene y seguridad en el trabajo, y no adoptó los recaudos necesarios para tutelar adecuadamente y conforme a los parámetros legales la integridad psicofísica del trabajador (arts. 4, 8 y 9 ley l9.587 y dec. reglamentario 35l/79; ley 11.459 y su decreto reglamentario 1.741/96).

59.- Excepciòn de prescripciòn: Atento a la excepciòn de prescripciòn articulada por la aseguradora de riesgos del trabajo a fs. 90 vuelta, corresponde en esta instancia, dada la complejidad de la cuestiòn planteada, proceder a su resoluciòn. En tal sentido entiendo que habièndose determinado en el acto fàctico la fecha de toma de conocimiento por el actor de su incapacidad laboral (como consecuencia de las patologìas que porta), en el 30 de octubre de 1.998 (siendo èsta tambièn la fecha de egreso del reclamante), y hallàndose entablada la demanda en fecha 29 de marzo de 1.999 (ver cargo de fs. 15), la acciòn se halla tempestivamente articulada, ya sea que se la compute desde la òptica de los arts. 4.023 ò 4.037 del Còdigo Civil, o desde el art. 256 de la L.C.T., o aùn del art. 44 de la Ley de Riesgos del Trabajo, por todo lo cual considero se impone el rechazo de la defensa prescriptiva planteada por la A.R.T. (arts. citados).

  60.- Resuelto ello y estimando, ahora si, que han quedado en autos acreditados los extremos requeridos para atribuir en este caso responsabilidad contractual subjetiva a la Empresa “La Industrial de Eduardo T. Carrizo S.A.I.C.”, en los términos de los arts. 75 primera parte L.C.T.; 505, inc.3; 519 a 522 del Còdigo Civil, por las dolencias que padece el actor y la minusvalía laborativa que las mismas le ocasionan, resulta entonces procedente el resarcimiento de las consecuencias inmediatas que establecen los mencionados artículos y sus concordantes y subsiguientes del mismo cuerpo normativo, debiendo fijarse a tal fin una indemnización en dinero atento la imposibilidad de reponer las cosas a su estado anterior (art. l.083 C.Civil.).

61.- Y a tal fin y habiéndosele adjudicado a las dolencias columnaria lumbar y varicosa de ambos miembros inferiores que padece el actor relación concausal con las labores desempeñadas por Canteros, coincidimos con el porcentual de incidencia atribuido por el perito médico señalado en el acto fáctico <50% de la incapacidad total otorgada>, (obedeciendo el porcentual restante a factores congénitos o hereditarios que no son imputables al trabajo ni al empleador), por todo lo cual el principal deberá indemnizar al actor por el 16% de la incapacidad, atento a las razones precedentemente expuestas.

62.- No desconozco los precedentes jurisprudenciales existentes en el Superior Tribunal Provincial
 en relaciòn a la calificación de extracontractual de la responsabilidad del empleador (si bien existe una importante corriente que estudia el tema dentro de la òrbita de la responsabilidad extracontractual –conf. Bustamante Alsina “La responsabilidad civil por el riesgo de las cosas y los accidentes de trabajo, La Ley, 150-905; Borda, Kemelmajer de Carlucci, Mosset Iturraspe, Ramella, Morello, Millàn, Salas y Goldenberg, criterio que sustentaran como integrantes de la comisiòn G de la Primeras Jornadas Australes de Derecho, citadas por Goldenberg en su trabajo publicado en ED, 91-867-, tambièn existe otra corriente, que en opiniòn contraria, la encuadra dentro de la esfera contractual –conf. Llambìas “Tratado de Derecho Civil. Obligaciones “, t. IV-a, pàg. 182, nº 2.857 y “La acciòn de derecho comùn originada en accidentes de trabajo”, La Ley, 1.979, C, 852; Trigo Represas, “La responsabilidad civil por el hecho de las cosas y los accidentes de trabajo”, D.T. 1.972-753; Colombo “Prescripciòn de la acciòn resarcitoria del derecho comùn en los accidentes del trabajo”, D.T. 1.967-609; Compagnucci de Caso, “Los accidentes del trabajo y el règimen de responsabilidad civil”, Revista del Trabajo y Seguridad Social, VI-680; De La Fuente, “Los accidentes del trabajo y la acciòn de derecho comùn”, La Ley, 1.980 A- 989-, y en tal sentido explican, los que siguen los lineamientos de esta ùltima, que esto es asì por cuanto la responsabilidad se origina en los daños ocasionados por el incumplimiento del deber de seguridad que el empleador tiene para con su operario y que se deriva de dos fuentes: la ley y el contrato. El referido art.75, dicen, le impone la obligación al empleador de preservar la integridad fìsica del trabajador en tanto ha celebrado con èl un contrato de trabajo. Es decir la causa inmediata de la obligación es, a no dudarlo, un contrato; ergo la responsabilidad tiene tambièn dicho origen (ver Vazquez Vialard, Tratado de Derecho del Trabajo, tomo 4, pàg. 389), más aún cuando la ley 24.028 que reemplazò a la ley 9.688, no incluyò dentro de la norma que permite el ejercicio de la acciòn civil, la expresiòn “por causa de dolo o negligencia del patròn” que daba argumento a algunos doctrinarios para reforzar su concepción extracontractualista (ver Bustamante Alsina, su ponencia en las Primeras Jornadas Australes de Derecho).

63.- Sin perjuicio de ello estimo que en el presente caso no me obligan razones de acatamiento, dado que las circunstancias de dichas causas son diferentes a la presente (en aquellas se reclamaba la reparaciòn integral por el daño sufrido), y por otro lado estimo que frente al desafìo que significa el análisis de los casos que se traen actualmente a decisión, frente a los postulados de la ley 24.557, y la posible injusticia que se cometerìa si se impidiera la reparaciòn tarifada, contractual -o de las consecuencias inmediatas-, de los perjuicios sufridos por el trabajador como consecuencia de la falta de cumplimiento de los deberes de prevenciòn y seguridad por parte del empleador –por no hallarse estas enfermedades contempladas en el listado del dec. 658/96-,  obligan a los Jueces a extremar el estudio de la constitucionalidad de las normas, y subsidiarimente a la determinación de la nueva normativa aplicable ya sea supletoria o analògicamente, lo que consecuentemente determinarìa eventualmente la revisiòn de los precedentes judiciales (de hecho tanto el Superior Tribunal Provincial, cuanto la Suprema Corte de Justicia han estado revisando sus criterios jurisprudenciales anteriores con especial dinamismo en los ùltimos años).

    64.- Asimismo, a todo evento y siendo que he dispuesto en esta causa cuàl serìa la normativa aplicable, sin perjuicio del derecho invocado por el reclamante como sustento de su pretensión, y he analizado la constitucionalidad de normas cuya inconstitucionalidad no habìa sido planteada en la demanda, estimo necesario aclarar que: 

a) entiendo que por el principio “iura curia novit” los Jueces, en base a la exposiciòn de los hechos, son los ùnicos llamados a calificar la acciòn y determinar el derecho aplicable, por lo tanto deducida una acciòn con fundamento en una relaciòn laboral el sentenciante de grado debe remover los àpices procesales frustratorios de la intervenciòn de la parte actora en autos, aùn de oficio, por imperio del principio iura novit curia, dado que el juez al momento de determinar el derecho aplicable no se encuentra limitado por las alegaciones de las partes. Establecidos los hechos en el encuadre juridico de la cuestiòn a resolver el juez actùa con independencia de las partes en virtud del principio “iura curia novit” con la ùnica limitaciòn de no desnaturalizar o modificar la acciòn intentada. El juez debe determinar la causa petendi y siempre que no se aparte de los hechos afirmados, ni modifique el objeto puede otorgar lo pedido sobre la base de una calificaciòn de la causa distinta de la que hicieran las partes, reafirmando finalmente que la doctrina de la aplicaciòn de la Constituciòn con independencia de su invocaciòn por las partes es una expresiòn de la regla iura curia novit y dentro del contorno de las concretas acciones deducidas y de los hechos invocados el juzgador debe aplicar el derecho que corresponda
. 

y b) que, en cuanto a la declaraciòn oficiosa de inconstitucionalidad he adherido plenamente con ello al criterio sustentado por el superior Tribunal Provincial y la Suprema Corte de la Naciòn,  en cuanto ha establecido “el ejercicio de la atribuciòn constitucional que emana del art. 31 de la Constituciòn Nacional constituye una cuestiòn de derecho y no de hecho, de ahì que la resoluciòn de oficio no quiebra la igualdad de las partes en el proceso ni afecta la garantìa de la defensa en juicio, la que no puede ser argumentada frente al derecho aplicable para resolver la contienda” (S.C.B.A., L. 83.781 “Zaniratto c/ Direcciòn General de Escuelas” del 22-12-04), a lo cual se agregò que “la Corte Federal en la causa B. 1160 XXXVI Recurso de hecho. Banco Comercial de Finanzas S.A.” del 19 de agosto de 2.004, rotò el eje de sustentaciòn de su jurisprudencia anterior y adscribièndose a la tesis permisiva admitiò a partir de entonces la posibilidad de decretar de oficio la inconstitucionalidad de las leyes”( S.C.B.A., L. 81.953 “Omar Ariel c/ Provincia de Buenos aires” del 6-7-05).

65.- Si a pesar de todo lo dicho hasta ahora igualmente se entendiera que el reclamo del actor no es procedente por las vìas dispuestas (responsabilidad contractual civil), estimo que, a fin de no frustrar el objetivo de esta sentencia, cual es la reparación del daño ocasionado al trabajador, con motivo del trabajo y por los incumplimientos del empleador de las medidas de higiene y seguridad en el trabajo, debidamente acreditados, de todos modos debería progresar por cualquiera de estas dos vías:

a.- Bien considerando, en acatamiento a lo dispuesto por el Superior Tribunal, que la responsabilidad en que incurrió el empleador por incumplimiento a las normas sobre prevención y seguridad en el trabajo, es de calidad extracontractual y encuadra en el dispositivo previsto en el art. 1.109 y cc. del Còdigo Civil, y sin perjuicio de que el actor haya peticionado una indemnizaciòn tarifada, entender que con ella, y en un todo de conformidad con lo pedido por el actor, el referido resarcimiento resulta equitativo y justo, y concedèrselo (arts. 1.067, 1.068, 1.109 y cc. C.C.), en el entendimiento de que sin perjuicio de cuál fuera la extensión del reclamo (tarifado o pleno), la responsabilidad es siempre y en todos los casos extracontractual y solo habrà que estar a la extensión de lo pedido (indemnizaciòn de consecuencias inmediatas?), y lo probado para fijar la extensiòn de la indemnización, dado que eso es lo peticionado y habrà que estar a lo reclamado.

ò b.- Ponderando que, si supra se concluyó que el derecho a ser resarcido por el daño sufrido en la persona y la consiguiente obligación de repararlo por parte de àquel que lo causò tienen raigambre constitucional (arts. 14, 19 C.N.), ninguna duda cabe que la inexistencia de la norma –o una inconstitucional exclusión de tales supuestos como sucede en la L.R.T.-, referidas a “riesgo de actividad”, podrìan constituir obstáculo alguno, puesto que  expresamente tanto el principio “iura novit curia”, como asì tambièn los arts. 15 y 16 del Còdigo Civil se opondrìan a tales conclusiones, bastando señalar que el segundo ordena resolver las causas aùn hasta por aplicación de los “principios generales del derecho”. 

b.- 1) No advierto que en esta causa pueda llegarse a tal extremo, la ley existe y es la Ley de Riesgos del Trabajo, cuya declaraciòn de inconstitucionalidad a todo evento se dispuso (precisamente en razòn de que no contempla, como debiò hacer, “todos los daños posibles”, cuya indemnización constituye “propiedad” y devienen del “riesgo de actividad” en el trabajo prestado en relaciòn de dependencia). 

b.- 2) Consecuentemente con ello no hay ni podrìa haber objeción para su aplicación desde que algo màs anàlogo (art. 16 C.C.), obviamente no se podrìa pedir, bastando señalar que es la expresamente prevista para la “…reparaciòn de los daños derivados del trabajo…”(conf. Art. 1º de la misma).

b.- 3) Luego, si en autos se ha probado que de la actividad desplegada por el actor a las òrdenes de la accionada durante 16  (dieciséis) años, derivò un daño (segùn supra se viò puesto que fue èsta, del modo descripto en la demanda  y acreditada con los dichos de los testigos y correlacionado con las conclusiones del perito mèdico lo que agravò o eclosionò o desarrollò las afecciones que porta el actor y que lo incapacitan laboralmente), ninguna duda cabe que deberà la demandada resarcirlo puesto que fue quien creò el “riesgo” (actividad), que lo ocasionò
.

 66.- La Indemnización: Conforme a ello entonces y por cualquiera de las vìas que elijamos, deberemos establecer, conforme a lo peticionado en la demanda, el monto indemnizatorio que deberà oblarse al actor, y siguiendo por analogía los lineamientos de la L.R.T.(y dado que asì lo ha reclamado el actor en su demanda), en el caso de autos estamos ante enfermedades que producen incapacidad laboral permanente, situación que encuadra o se tipifica en el art. 8.1. de la ley 24.557, y el monto indemnizatorio tarifado debe determinarse conforme a las pautas que da el art. 9 apartado 2; art. 12 apartados 1 y 2; art. 14 inc. 2ª en su versión original -y sin las modificaciones que posteriormente introdujo el dec. 1.278/00-, atento a que la toma de conocimiento de su incapacidad por el actor se fijò en fecha 30 de octubre de 1.998, coincidentemente la misma fue la fecha de egreso del actor y cesaron entonces allì las causas que provocaron las dolencias o su agravamiento.

67.- Hago notar que en este caso deberà estarse al sistema de indemnización de pago ùnico (art. 9 ap. 2 L.R.T.), dado que la porciòn de incapacidad determinada para el actor en directa vinculaciòn con las tareas (ùnica indemnizable) fue, de acuerdo al criterio del perito mèdico actuante en autos, -que compartimos-, de 16% de la t.o. (el total de incapacidad fue del 32% de la total obrera y se adjudicò el 50% de ella al trabajo realizado por el actor para la accionada y el resto al factores extralaborales), debiendo determinarse el ingreso base conforme a lo dispuesto por el art. 12 apartados 1 y 2 L.R.T., y la indemnización resultante conforme al art. 14 inc. 2ª de la L.R.T..

68.- Es decir entonces que en el caso de autos, por vìa de equiparación al sistema tarifado, para una incapacidad parcial permanente que admite la posibilidad de pago ùnico por incapacidad laboral, deberà determinarse el ingreso base multiplicando el salario mensual del actor, a la fecha del egreso (dado que allì cesaron las causas que provocaron o agravaron las dolencias que porta el actor), determinado en el acto fàctico (primera cuestión del veredicto) de $ 580,00.- por 12 meses anteriores a su egreso y dividirlo por 360 dìas corridos, multiplicàndolo posteriormente por 30.4, todo lo cual arroja la suma de $ 587,73.-, cifra base èsta que, por imperio de lo dispuesto en el art. 14 inciso 2ª L.R.T., deberà multiplicarse por 43 y por el porcentual de incapacidad (16%), y multiplicarse seguidamente por el coeficiente de edad (1,62), que surge de dividir 65 por 40 años -que portaba el actor en octubre de 1.998 (ver poder de fs. 2)-, todo lo cual arroja una resarcimiento de $ 6.550,60.- (Pesos seis mil quinientos cincuenta con sesenta centavos), que resulta inferior al tope establecido por el art. 14 inc. 2ª L.R.T., y a cuyo pago deberà condenarse a la demandada “La industrial Eduardo T. Carrizo S.A.I.C.”.

   69.- En relaciòn a la liquidaciòn que deberà practicarse de los rubros que progresan, estimamos que si bien a partir del dictado de la ley 23.928, -cuya constitucionalidad, conforme a los paràmetros de la època, confirmamos y reiteramos en el presente por los mismos fundamentos (causas "Guzmán Jorge Rubén y otros c/Subpga S.A. s/ despido" del 20 de abril de 1994, “Flores Nidia c/ Achinelli S.A. s/ despido de octubre de 1995, “Leitez c/ Zanet” de diciembre de 1995, “Carollo c/ Celulosa Argentina S.A.” de abril de 1.999, “Orfano Francisco c/Achinelli” de diciembre de 1.999, etc.)-, coincidimos con el criterio del superior Tribunal Provincial en la aplicaciòn de la tasa de interès pasiva, hasta finales del año 2.001; en la actualidad, la preocupante tendencia inflacionaria registrada desde principios del año 2.002, ha llevado a este tribunal, a pedido de parte, a prestarle la debida atenciòn (causa nº 15.098, caratulada “Ledesma Carlos E. c/ Transporte Rafeal Calzada S.R.L. s/ Despido”, sent. del 23-4-02), y en funciòn de ello entonces, entendimos que el recurso màs adecuado y conveniente para paliar la referida tendencia, ya fuera transitoria o aùn definitivamente (en caso de no variar los presupuestos contemplados al momento de estas conclusiones), es el de la aplicaciòn dinàmica de una tasa de interès compensatorio. 

70.- De tal manera, a efectos de corregir las  variaciones que surgen en el valor adquisitivo de la moneda de pago y sin necesidad de variar la cantidad nominal de èsta, dispusimos en su oportunidad (causa citada), y lo hacemos igualmente ahora para este caso particular, la aplicaciòn a las sumas de condena, -a partir del 7 de enero de 2.002-, de la tasa activa cobrada por el Banco de la Provincia de Buenos Aires, a sus deudores.  

71.- Conforme a ello entonces a las sumas de condena se le adicionaràn a partir del 30 de octubre de 1.998 y hasta el 6 de enero de 2.002 intereses calculados a la tasa que “pague” el Banco de la Provincia de Buenos Aires en sus depòsitos a plazo fijo a treinta dìas vigentes en los distintos perìodos de aplicaciòn. A partir del 7 de enero de 2.002 y hasta el efectivo pago se calcularàn intereses sobre el capital, conforme a la tasa que “cobre” el Banco de la Provincia de Buenos Aires en sus operaciones de descuento de documentos a treinta dìas, vigentes en los distintos perìodos de aplicaciòn (arts. 509 y 622 C.C.; leyes 23.928 y 25.561).

72.- LA ASEGURADORA DE RIESGOS DEL TRABAJO: En relaciòn a “Provincia Aseguradora de Riesgos del Trabajo S.A.”, habièndose demostrado la existencia de un contrato de seguro conforme las previsiones de la ley 24.557 con la parte demandada, vigente desde el 1 de julio de 1.996 y hasta por lo menos el 28 de setiembre de 1.999 (en que se le diò de baja por falta de pago), deberè expedirme en relaciòn a la citaciòn que de ella hizo la parte demandada en los tèrminos del art. 30 de la ley 11.653, que remite a las normas legales especìficas en la materia para regir la intervenciòn de la aseguradora.

73.- Dado que en la ley 24.557 no existen prescripciones respecto a la intervenciòn de la aseguradora de riesgos del trabajo en casos como el de autos (como si ocurrìa con la ley 17.418), estimo que deberè estar a los efectos de analizar el presente caso a los principios que emanan de los arts. 94 y cc. del C.P.C.C..

 74.- En dicha lìnea estimo que el actor en el escrito de demanda y el demandado dentro del plazo para contestar la demanda podràn solicitar la citaciòn de aquel a cuyo respecto consideraren que la controversia es comùn...(art. 94 C.P.C.C.), por lo cual la existencia de una comunidad de controversia es el requisito indispensable para la admisiòn de la citaciòn obligada de un tercero, y ademàs para que la sentencia que se llegue a dictar pueda afectarlo en igual forma que a los litigantes principales (art. 96, pàrrafo primero C.P.C.C.), por ello la facultad de las partes de llamar en la causa a un tercero -que contempla el art. 94 C.P.C.C.-, requiere que ese tercero sea sujeto activo o pasivo de una relaciòn jurìdica objetivamente conexa con la principal debatida en la litis.

75.- Y si bien no desconozco que el art. 96 C.P.C.C., ha sido objeto de variadas y diversas interpretaciones doctrinarias y jurisprudenciales, lo cierto que es doctrina de la Suprema Corte que la intervenciòn obligada del tercero en los tèrminos del art. 94 del C.P.C.C., constituye en esencia un supuesto de litisconsorcio necesario (art. 89 C.P.C.C.), y la prescripciòn del Còdigo, de que la sentencia lo alcanzarà como a los litigantes principales, significa lisa y llanamente que puede ser ejecutado en el mismo proceso en que fue traìdo, màxime cuando fue tenido por parte, significando obviamente que ha podido ejercer los derechos que en el juicio tiene como tal (S.C.J.B.A., Ac. 33.130 del 5-2-85; Ac. 33.128 del 7-8-84).

76.- El dato fundamental està entonces dado, por la conexiòn que pueda mediar entre la relaciòn jurìdica que vincula al tercero con alguna de las partes originarias y los elementos objetivos de la pretensiòn, y cualquiera que haya sido la manera en que el tercero haya intervenido en el juicio, la sentencia lo afectarà igual que a los litigantes, ello en tanto haya tenido la oportunidad debida de defenderse y producir prueba en defensa de sus derechos, consecuentemente se podrìa ejecutar la condena al tercero traìdo al proceso, maxime cuando fue tenido por parte, significando obviamente que ha podido ejercer los derechos que en el juicio tiene como tal.

77.- Sentado ello y analizando si existe responsabilidad de la aseguradora de riesgos del trabajo en el caso de autos, considero conveniente aclarar que si bien, conjuntamente con los señores Jueces Doctores Binda y Pozzolo, adoptè el criterio de eximir de responsabilidad a la A.R.T. por los daños derivados de incapacidades emergentes de enfermedades extrasistèmicas, en los autos caratulados “Cejas Alejandro Josè c/ Municipalidad de Quilmes y otra s/ daños y perjuicios”, sentencia del 24 de junio de 2.005, en la actualidad, cotejando las particularidades fácticas de la presente causa y luego de un renovado anàlisis del caso planteado a la luz de los hechos acreditados en autos tal como se han detallado minuciosamente en el acto veredictal, y ponderando acabadamente no solo la legislación, sino tambièn la doctrina y jurisprudencia aplicable, he de modificar mi voto, adoptando el sentido contrario en la presente causa, en base a las consideraciones de hecho y de derecho que seguidamente expondrè.

78.- En tal direcciòn opino que, sin perjuicio de representar las vinculaciones existentes entre el empleador y el trabajador ò entre el empleador y la aseguradora de riesgos del trabajo dos relaciones contractuales diversas y diferentes, del art. 4 de la ley 24.557 surge que los empleadores y los trabajadores comprendidos en el àmbito de la ley de riesgos del trabajo, asì como las aseguradoras de riesgos del trabajo estàn obligadas a adoptar las medidas legalmente previstas para prevenir eficazmente los riesgos del trabajo, y opino, en criterio concordante con el de profusa doctrina y jurisprudencia (Julio C. Gaetàn “”Ley de Riesgos del trabajo, análisis crìtico”, D.T., 1.997, B, pàg. 1.963; Reybet Cecilia y Muro Daniel, “El règimen de la ley 24.557 y la responsabilidad de las A.R.T. por las contingencias no contempladas en los listados y sus consecuencias para los empleadores”, D.L.Errepar, nº 202, junio 02, pàg. 510; Eduardo Alvarez, dictamen en “Rivero c/ Techo Tècnica”, del 19-5-99; Felipe Obarrio, dictamen en “Rivero c/ Techo tècnica” del 5-10-01; T.T.5 San Isidro “Barrionuevo c/ Cimentaciones” del 26-4-2.000; C.N.A.T., sala 9, “Barreto c/ Guillermo Decker”, del 27-3-2.002; C.N.Trab., Còrdoba, sala 10,“Arrieta c/ Barrado”, del 30-4-99), que la ley 24.557 ha puesto en cabeza de las aseguradoras la seguridad y vigilancia en los establecimientos que ocupen personal en relaciòn de dependencia, con control de supervisiòn y fiscalizaciòn y con facultades para celebrar con los empleadores planes de mejoramiento de las condiciones de higiene y seguridad, en los que se indicaràn las medidas y cambios que deben implementarse en cada establecimiento a fin de adecuarlos a la normativa vigente (arts. 2 y 4 ley 24.557).

79.- Tal como lo señalara el procurador fiscal ante la Corte Suprema, Dr. Felipe Obarrio, en su dictamen en la causa “Rivero Mònica E. Y otros c/ Techo Tècnica S.R.L.” del 5-10-2.001 “la preceptiva sobre riesgos laborales introduce una suerte de delegaciòn del control del acatamiento a las disposiciones sobre higiene y seguridad en cabeza de las aseguradoras, generando asì una ampliaciòn de los sujetos responsables, en modo tal que deja de ser el empleador el ùnico sujeto de imputaciòn, aunque es claro con alcances e intensidades diferenciadas, siendo aquella funciòn “cuasiestatal” la que, en caso de omitirse o de cumplirse deficientemente puede generar responsabilidad màs allà de cual sea en concreto el vìnculo o nexo de causalidad adecuado y necesario para efectivizarlo”.

80.- En base a lo expuesto, al anàlisis y valoraciòn de los elementos fàcticos y jurìdicos efectuados en el veredicto, estoy convencida de que “Provincia A.R.T. S.A.”, en este caso particular, no desplegò las medidas preventivas necesarias y adecuadas al caso de autos, omitiendo de ese modo el cumplimiento de sus deberes de seguridad, vigilancia y control a los que las aseguradoras estàn obligadas, por lo que, en este caso en particular, dicha inconducta bien puede ser encuadrada en los tèrminos del art. 1.074 del C.C..

81.- Efectivamente entre las medidas que la A.R.T. debiò adoptar para prevenir eficazmente los riesgos del trabajo se encontraba la de verificar: el estado de salud de los operarios de las empresas que se afilien, no para bloquear la afiliaciòn, porque ello està prohibido por el art. 31 inc. g) L.R.T., sino para conocer las posibles enfermedades preexistentes a la afiliaciòn y las medidas adoptadas por el empleador hasta ese momento conforme a los deberes impuestos por la ley 19.587 y el cumplimiento de los mismos de allì en adelante, asì como para comprobar la veracidad del nivel de cumplimiento denunciado de las normas de higiene y seguridad en el trabajo, y las medidas y modificaciones que los empleadores deberàn adoptar en cada uno de los establecimientos, conforme al plan de mejoramiento de las condiciones de higiene y seguridad, debiendo tenerse presente que conforme al art. 4 inc. 4º L.R.T., la aseguradora de riesgos del trabajo controlarà la ejecuciòn del plan de mejoramiento y està obligada a denunciar los incumplimientos a la Superintendencia de Riesgos del Trabajo.

  82.- Segùn hemos visto en el veredicto, el actor llevaba ya catorce años trabajando para el empleador en condiciones que deterioraron su salud a nivel de columna lumbar y a nivel de sus sistema venoso de miembros inferiores, verificàndose, como hemos comprobado en el acto fàctico multiples incumplimientos del principal a sus obligaciones en materia de higiene y seguridad, cuando en julio de 1.996 se firmò el contrato de afiliaciòn con “Provincia A.R.T. S.A.”, la cual no probò haber adoptado medida alguna para modificar esta situaciòn, lo cual podrìa haber redundado en una disminuciòn en la progresiòn o desarrollo de las dolencias que aquejaban al actor, que no eran tan difìciles de descubrir para cualquier ojo especializado (art. 902 C.C.), y que significaban simplemente un cambio de tareas, o la capacitaciòn para realizarlas de un modo diferente sin perjuicio para su salud, o el suministro de elementos de protecciòn para su columna lumbar que aminoraran el riesgo de levantar cargas pesadas, o el otorgamiento de mayores perìodos de descanso, o aconsejar el suministro de tareas con mayor deambulaciòn, etc., es decir con la adecuada previsiòn y el ojo experto que deben poseer necesariamente las aseguradoras de riesgos del trabajo (y los inspectores que en ellas trabajan), y la adopciòn de medidas simples y nada complicadas de higiene y seguridad laboral, podrìa haberse mejorado la situaciòn de trabajo del actor. Sin embargo pasaron màs de dos años desde el aseguramiento con “Provincia A.R.T.S.A.” y èsta nada hizo para verificar, vigilar, controlar, implementar las adecuadas medidas de prevenciòn, higiene y seguridad o, en su caso, denunciar al empleador, por el incumplimiento de las medidas de higiene y seguridad.

83.- Y aún cuando diéramos crédito o validez a la documental traída por la aseguradora, surge de ésta que en enero o febrero de 1.997 (recuérdese que en julio de 1.996 se firmó el contrato de afiliación), indicó un plan de mejoramiento al demandado cuyo cumplimiento ni siquiera se preocupó en verificar, y recién en setiembre de 1.998 le indicó otro plan de mejoramiento, que esta vez presuntamente sí controló, y que el empleador recién cumplimentó parcialmente en diciembre de 1.998, es decir dos meses después del egreso del actor, por lo cual no produjo resultados en relación al reclamante, al cual tampoco se le practicaron los exámenes periódicos previstos en la ley 19.587, ni los previstos en la resolución S.R.T. 43/97 (nótese que en el segundo año de vigencia de la resolución -y el actor todavía estaba trabajando-, había que someter a exámen a los trabajadores expuestos a riesgos ergonómicos y al actor no se lo examinó).

 84.- Por otro lado no se advierte en la causa que la A.R.T. haya brindado asesoramiento a la empresa, ni  ofrecido asistencia técnica como lo prescribe el decreto 170/96 con medidas tales como: determinación de la existencia de riesgos y sus potenciales efectos sobre la salud de los trabajadores; normativa vigente en materia de higiene y seguridad y selección de elementos de protección personal; cumplimentar tareas permanentes de prevención de riesgos y control de las condiciones medio ambientes de trabajo, a cuyo fin –entre otras obligaciones- debió vigilar la marcha del plan de mejoramiento y verificar el mantenimiento de sus niveles de cumplimiento y brindar capacitación a los trabajadores en técnicas de prevención e higiene.

85.- No se demostró que la A.R.T. hubiera cumplimentado todo ello y aún si admitiéramos que presuntamente algo hizo, recién fue en setiembre y diciembre de 1.998, es decir dos años después de haber afiliado al empleador y a la època del egreso del actor, lo cual en relación a éste no la exime de responsabilidad.

  86.- De lo anteriormente expuesto surge que, de lo que se trata aquì, dada la particularidad de las tareas desarrolladas por la empresa demandada, es de las recomendaciones, el control, el seguimiento y en su caso la denuncia correspondiente al ente supervisor sobre la condiciones de higiene y seguridad en el trabajo, obligaciones que la aseguradora no cumpliò o, en el mejor de los casos, lo hizo en forma extemporanea y deficiente, lo cual origina su responsabilidad en el marco de lo normado por los arts. 512, 901 a 906, 1.074, cc. y ss. del Còdigo Civil, por lo cual considero se impone su condena solidaria, en los tèrminos de los arts. 699, 700 y 701 del Còdigo Civil, resultando el empleador obligado directo por el contrato de trabajo y “Provincia A.R.T. S.A.” por las obligaciones legales que le impone la ley 24.557 y sus reglamentaciones, obligaciones que nacen a partir de la suscripción del contrato de afiliación que la vincula al primero.

87.- Para finalizar solo me queda manifestar que coincidiendo con el Doctor De Diego, creo que cuando alguien sufre un daño, en su salud, por ejemplo, existe con el sistema de imputaciòn de responsabilidad vigente alguien que de una forma u otra va a responder. 

88.- Es decir que si una patología (o una parte de ella -agregamos nosotros-), es imputable exclusivamente al trabajo que tenìa la vìctima y no està incluida en el listado, el damnificado podrà accionar contra la empresa empleadora y en su caso lo podrà hacer tambièn contra la A.R.T. correspondiente, pues la omisiòn en el listado no tiene fundamentos –en tales casos-, para neutralizar la pretensiòn del accionante. 

89.- En efecto, parafraseando a De Diego, si alguien pensò lo contrario, fue seducido por el tìpico voluntarismo que suele envolver a los legisladores que, a menudo creen que lo que consta en la letra de una ley es la ley, y en realidad una cosa es el texto y otra muy distinta es el modelo resultante…de hecho el decreto de necesidad y urgencia 1.278/2000 que modificò la ley 24.557, incorporò un mecanismo para que caso por caso se puedan analizar aquellas patologías no listadas…(cfr. Julián De Diego, “Manual de Riesgos del Trabajo”, pàg. 164). 

90.- Atento a la forma en que se ha analizado y resuelto la presente demanda corresponde asimismo rechazar las excepciones de falta de acciòn y de falta de legitimaciòn pasiva planteadas por la aseguradora de riesgos del trabajo, remitièndome a todas las consideraciones vertidas en el presente decisorio como fundamento de la desestimación que propongo (arts. 31 ley 11.653 y legislación, doctrina y jurisprudencia citadas en el presente resolutorio).

91.- Las costas por el progreso de la demanda deberàn imponerse solidariamente a la parte demandada y a la aseguradora de riesgos del trabajo, en su calidad de vencidas (arts. 19 y 20 ley 11.653); correspondiendo regular los honorarios de los letrados intervinientes una vez practicada por Secretarìa la liquidaciòn que prevé el art. 48 de la ley ritual.

92.- Respecto al planteo de inconstitucionalidad de la ley 24.432 este Tribunal ha resuelto en supuestos anteriores al dictado de la causa “Zuccoli Marcela A. c/ Sum S.A.” (S.C.B.A. L. 77.914 del 2-10-02) y en coincidencia con la doctrina de la Suprema Corte Bonaerense (in re “Spagnolo Miguel A. c/ Autolatina Argentina S.A.s/ ley 9.688” L. 60.313 del 18-11-97), que “el art. 8 de la ley 24.432 no desplaza al règimen arancelario provincial en la materia, ni contempla pautas regulatorias, sino que solamente limita la responsabilidad de los obligados por el pago de las costas”.

93.- De esta manera y bajo estas consideraciones no se han atendido los agravios dirigidos a cuestionar la constitucionalidad de la ley 24.432, fundamentados en la existencia de un desplazamiento del sistema regulatorio o en la adopción de pauta alguna a su respecto.

94.- Ahora bien, a partir del citado fallo dictado por nuestro Superior Tribunal, con mantenimiento del criterio que apuntamos, y en el cual entre otras cosas se declarò que “la ley 24.432 posee normas que resultan operativas. Asì su art. 1º que incorporò un nuevo pàrrafo al art. 505 del còdigo Civil estableciendo un tope del veinticinco por ciento del monto fijado en la sentencia, laudo, transacciòn o instrumento que ponga fin al diferendo en concepto de costas. En consecuencia el citado artìculo por el caràcter que reviste en razòn de la sustancia de lo que regula –responsabilidad en materia de costas por incumpllimiento de la obligaciòn principal-, no requiere adhesiòn alguna resultando entonces aplicable en la Provincia sin que ello implique vulnerar en modo alguno la autonomìa local”, a lo cual se agregò que “la ley 24.432 en cuanto modifica normas sustanciales (art. 505 C.C. y 277 L.C.T.), tiene operatividad en todo el paìs en virtud de que la Legislatura actuò en tal oportunidad conforme a las facultades que emana del art. 75 inc. 12 de la Constituciòn Nacional”
, se ha resuelto acatar las conclusiones del citado fallo, procediendo al efecto a otorgar operatividad a lo establecido por la ley 24.432 (y en su consecuencia sobre el contenido del art. 277 de la L.C.T.), distribuyendo los montos regulados en los tèrminos por ella normados.

95.- En tal sentido, hemos entendido en este Tribunal, que el acatamiento debido a la doctrina legal de nuestra Corte Provincial en tanto no nos impida dejar a salvo nuestras opiniones personales, no constituye un ciego seguimiento de sus pronunciamientos, ni menoscaba el deber que como Jueces detentamos. Lo contrario (apartarse de los criterios del Alto Tribunal), derivaría en irremediables casaciones (ante el respectivo recurso extraordinario), que, en definitiva, redundaría en perjuicio de las partes litigantes.

96.- Frente a estas consideraciones estimo que corresponde rechazar el planteo de inconstitucionalidad de la ley 24.432, por las razones expuestas.

ASI LO VOTO 

 A LA PRIMERA CUESTION PLANTEADA LA SEÑORA JUEZA DOCTORA ANA ROSA BINDA DIJO:

Que comparto los fundamentos expuestos en el voto de la Jueza preopinante, Doctora Bàrtola, en todos sus aspectos, inclusive en aquel en el cual, para el presente caso, y una vez analizadas minuciosamente las circunstancias fàcticas de la causa, se verifica un cambio de criterio en relaciòn al que sustentamos, respecto a la responsabilidad de la aseguradora de riesgos del trabajo (A.R.T.), por incapacidad derivada de enfermedades del trabajo extrasistèmicas, en la causa “Cejas Alejandro Josè Marìa c/ Municipalidad de Quilmes y otro s/ Daños y Perjuicios”, expediente nº 16.080, sentencia del 24-6-05, dado que reitero, el análisis de este caso a la luz de la legislación y la jurisprudencia aplicables, me han llevado a variar mi decisión en este caso particular.

ASI LO VOTO

A LA PRIMERA CUESTION PLANTEADA EL SEÑOR JUEZ DOCTOR OSCAR ADOLFO POZZOLO DIJO:

    1.- Adelanto mi opinión en relación a adherir –en definitiva- a las conclusiones a que arriba mi colega, la Dra. Silvia Ester Bartola. Sin perjuicio de ello me permito dejar a salvo mi criterio personal en orden a algunas de las consideraciones que precedieron  a las mismas:

     a) Inconstitucionalidad del art. 6 de la ley 24.557 en su anterior redacción: fue al expedirnos en la causa  número 15.396, caratulada "SALA, Jorge Carlos c/ DU PONT ARGENTINA S.A. s/ daños y perjuicios", del 13-9-02, que ocupamos la temática destacada, y haciendo nuestra –respetuosamente, por cierto- la opinión de jerarquizada doctrina (Vazquez Vialard, Antonio, "Aspectos fundamentales de la ley sobre Riesgos del  Trabajo"; T.S.S., 1995, pg. 744 ; ; Vazquez Vialard,  Antonio, "Análisis de la ley sobre Riesgos del Trabajo a los  cinco  años de su aplicación"; Revista de Derecho Laboral - Ley de Riesgos del Trabajo I-; Rubinzal-Culzoni Editores; 2001-2; set./2001; pg. 42/47;  Gaetán, Julio César,  "Ley  de  Riesgos  del Trabajo.  Análisis  Crítico";  D.T. 1997-b, pg.- 1955; Foglia,  Ricardo  A.,  "Actualización de fallos sobre algunos aspectos constitucionales de la ley de riesgos del trabajo"; T.S.S.; 1999,  pg.  353, entre otros), sin descuidar, y a la vez, considerando que "la declaración de inconstitucionalidad  es una  decisión  final  y  extrema  de  suma gravedad institucional, que los Jueces deben tomar cuando  lleguen al  absoluto convencimiento de que no existe otra vía para evitar la lesión de un derecho", estimamos  que  debía declararse  la inconstitucionalidad del ("original") art. 6, inc. 2) segundo párrafo,  de  la ley 24.557, en tanto dicha norma (en  su  redacción original  -insistimos-),  al cercenar los derechos patrimoniales  del  trabajador; al privarlo de sustentar su reclamo en el régimen general de  amparo  invocable por todo aquel que sufre un daño injusto, y al avanzar irracionalmente sobre "el derecho a no dañar" (principio del "alterum non laedere"), violentaba  claros  preceptos constitucionales (arts. 16, 17, 18 y 19  de  la C.N.).-

     Es decir que alejados de aquellos –tambien jerarquizados doctrinarios- que sostienen que el art. 6 (de la L.R.T.) solo define los presupuestos de acceso a la reparación sistémica, y que los restantes daños además de estar excluidos del universo fáctico-jurídico de la ley sobre riesgos del trabajo quedan regidos por las disposiciones del derecho común, y serán indemnizables conforme a dichas normas en la medida que concurran a su respecto los presupuestos de responsabilidad  (lo que equivale a sostener que, en tales supuestos y en tanto se acrediten los presupuestos de la responsabilidad civil, podrán aplicarse estas disposiciones sin necesidad de plantear ni declarar la inconstitucionalidad del art. 6 de la L.R.T), entendimos en su momento, y lo ratificamos ahora (siempre en relación  al  art. 6, inc. 2, segundo párrafo,  de  la ley 24.557, en  su  redacción original) que el legislador del año 1995, en su clara intención de limitar la resarcibilidad de los (eventuales) daños, a los  provenientes de enfermedades “listadas”,  declararó no resarcibles, en ningún caso (expresión ésta que conlleva una “suerte” de vallado),  a las enfermedades no incluídas en el mismo.-

     Por todo ello, no encontramos en su momento otra solución que “avanzar” sobre la norma en cuestión, decretando su inconstitucionalidad como paso previo a la aplicación de las normas civiles, y así creemos que tambien se debe proceder en el supuesto de autos (al efecto, destacamos que, pese a enrolarse en la doctrina que no compartimos, –a todo evento- mi colega, la Dra. Bártola decretó la inconstitucionalidad de la citada norma, y de allí, nuestra adherencia a ello.-

    b) El art. 75 de la ley 25.557: tambien comparto el análisis y la aplicación (dispuesta por mi colega preopinante) del art. 75 de la L.C.T. y la declaración de inconstitucionalidad del apartado segundo de dicha norma (en tanto parecería cercenar la posibilidad de reparar tarifadamente las consecuencias dañosas de una enfermedad extrasistémica), dejando a salvo mi opinión acerca de la “imposibilidad de accionar en forma autónoma utilizando como argumento el citado artículo” (pese a las dificultades que ello conlleva respecto de las enfermedades extrasístemicas), aunque sin descuidar, por cierto, que lo determinante no es “el modo reparatorio” sino la respuesta ante un daño padecido por violación del deber de seguridad (esto último tambien así lo entendió mi colega Dra. Bártola, al coronar condenatoriamente su sentencia).-

    En relación a lo expuesto, señalo que tampoco comparto el criterio de quienes sostienen que “hay un doble sistema o dos sistemas paralelos” resarcitorios de los infortunios laborales (uno para los supuestos contemplados por la L.R.T. y que se rige por sus disposiciones, y otro para los casos no previstos en dicha ley, cuyo sustento normativo se encuentra en el art. 75 en tratamiento. Sin duda alguna, que, a partir del año 1995, el sistema (resarcitorio  de los infortunios laborales) es uno: el de la ley de riesgos de trabajo. Y ello se advierte en las previsiones de los arts. 1 y 2 (entre otros) de dicha norma legal,y en el régimen prestacional en ella previsto (no contemplado, por otra arte, ni en el art. 75 de la L.C.T, ni en la ley 19.587).-

   c) La inconstitucionalidad de oficio:  razones de acatamiento a la tesis revisionista que ahora triunfa en la Corte Nacional, y que fue incluso adoptada por nuestro más Alto Tribunal provincial, me llevan a adherir al decreto de inconstitucionalidades no planteadas por la  parte actora,  dispuesto por mi colega Doctora Bartola.-

    Sin perjuicio de ello, y en particular relación a la declaración de inconstitucionalidad “de oficio” de una norma “no reprochada” por las partes (aunque se proclame en causa abierta), considero que, amen del desequilibrio del principio de división de poderes que conlleva, avanza (innecesariamente, y en manifiesto distorsionamiento del principio “iura novit curia”), sobre la voluntad de las partes: de la que consintió su aplicación, y, fundamentalmente sobre la de aquella que, viéndose “perjudicada” con tal declaración, no tuvo oportunidad de expresar su posición antes del cuestionamiento del judicante.-   

   d) Inquietud: pese a adherir –insisto- a las conclusiones a que arriba mi colega, la Dra. Silvia Ester Bàrtola en estos actuados, no quiero privarme de exponer mi preocupación en relación al (obligado) despedazamiento del modelo (“viejo”) de la L.R.T., y a la aplicación parcial del mismo (en el campo reparatorio) a pesar de su segmentaria “demolición”. Esa fractura de un sistema que, aunque objetable, se muestra coincidente, férreo e indivisible en su contenido, pareciera impedir su parcial aplicación, la que –en definitiva- admito (para el supuesto de autos) en tanto se halla “forzada”, por la sana intención reparatoria de un daño sufrido por un trabajador –con motivo de su trabajo- y frente a incumplimientos -tambien  demostrados- de su empleador.-

   Por último, destaco que, nuestra inquietud adquiere sublimidad, al determinar (pese a ella) la extensión de la condena dispuesta a la Aseguradora traída por el accionado, en tanto se trata de supuestos no cubiertos por el seguro respectivo, hecho éste que “parecería alejarla” de la obligación de controlar las medidas de seguridad, en relación a las enfermedades ocupadas en el caso de autos.- 

  ASI LO VOTO
A LA SEGUNDA CUESTION PLANTEADA LA SENORA JUEZA DRA. SILVIA ESTER BARTOLA DIJO: 

     Atento a lo resuelto en el acuerdo precedente CORRESPONDE: 1) Rechazar las excepciones de prescripción, falta de acciòn y falta de legitimación pasiva articuladas por “Provincia A.R.T. S.A.”, por haberse articulado la demanda en forma tempestiva y oportuna, y por el resto de las consideraciones expuestas al tratar la primera cuestiòn (art. 31 y 63 ley 11.653; arts. 345 inc. 3 y cc. C.P.C.C.; arts 4.023 C.C. y 4.037 C.C.; art. 256 L.C.T., art. 44 L.R.T.); 2) Hacer lugar a la demanda entablada condenando solidariamente a “La Industrial de Eduardo T. Carrizo S.A.” y a “Provincia Aseguradora de Riesgos del Trabajo S.A.”, a abonar al actor Andrès Avelino Canteros, dentro del décimo día y mediante depósito judicial, la suma de pesos Seis mil quinientos cincuenta con sesenta centavos ($ 6.550,60.-) en concepto de: indemnización  por la incapacidad del 16% de la t.o. que porta a consecuencia de lumbalgia con manifestaciones radiogràficas (signos de osteofitosis y artrosis), y vàrices bilaterales de ambos miembros inferiores, que padece el actor en relación concausal con las tareas desarrolladas a las órdenes de la empleadora (arts. 75 primera parte L.C.T.; arts. 505 inc. 3, 519 a 522 C.C.; arts. 1.068, 1.074, 1.109 cc. y ss. C.C., arts. 16, 18, 19 y cc. C.N.; arts. 8 apartado 1º, 9 apartado 2, 12 apartados 1 y 2, 14 inc. 2a ley 24.557).

A las sumas de condena se le adicionaràn a partir del 30 de octubre de 1.998 y hasta el 6 de enero de 2.002 intereses calculados a la tasa que “pague” el Banco de la Provincia de Buenos Aires en sus depòsitos a plazo fijo a treinta dìas vigentes en los distintos perìodos de aplicaciòn. A partir del 7 de enero de 2.002 y hasta el efectivo pago se calcularàn intereses sobre el capital, conforme a la tasa que “cobre” el Banco de la Provincia de Buenos Aires en sus operaciones de descuento de documentos a treinta dìas, vigentes en los distintos perìodos de aplicaciòn (arts. 509 y 622 C.C.; leyes 23.928 y 25.561); 3) Declarar la inconstitucionalidad de los arts. 8, 21, 22, 46 ley 24.557; del decreto reglamentario 717/96; y a todo y cualquier evento la inconstitucionalidad del art. 6 inciso 2º, 2º pàrrafo; arts. 1º y 39 inc. 1º ley 24.557; art. 1º del decreto 334/96 y art. 75 segundo pàrrafo L.C.T. modificado por ley 24.557, por las consideraciones expuestas al tratar la primera cuestión; 4) Rechazar el planteo de inconstitucionalidad de la ley 24.432 por las consideraciones expuestas; 5) Imponer las costas solidariamente a la parte demandada y a “Provincia A.R.T. S.A.” en su calidad de vencidas (arts. 19 y 20 ley 11.653), correspondiendo regular los honorarios de los letrados intervinientes una vez practicada por Secretarìa la liquidaciòn que prevé el art. 48 de la ley ritual.  
 ASI LO VOTO  

A la misma cuestión planteada los Sres. Jueces Dres. Ana Rosa Binda y Oscar Adolfo Pozzolo adhieren por sus fundamentos.                                                          

Con lo que terminó el Acuerdo, firmando los señores                       

Jueces por ante mi que doy fe.

               Silvia Ester Bàrtola
                   Presidente
   Oscar Adolfo Pozzolo           Ana Rosa Binda

        Juez                          Juez

                Blanca Ester Rivolta

                       Secretaria

 S E N T E N C I A
Quilmes, 6 de febrero de 2.006.-

     AUTOS Y VISTO: CONSIDERANDO: Lo resuelto en el Acuerdo que antecede y los fundamentos que lo sustentan, el Tribunal: RESUELVE: 1) Rechazar las excepciones de prescripción, falta de acciòn y falta de legitimación pasiva articuladas por “Provincia A.R.T. S.A.”, por haberse articulado la demanda en forma tempestiva y oportuna, y por el resto de las consideraciones expuestas al tratar la primera cuestiòn (art. 31 y 63 ley 11.653; arts. 345 inc. 3 y cc. C.P.C.C.; arts 4.023 C.C. y 4.037 C.C.; art. 256 L.C.T., art. 44 L.R.T.);

 2) Hacer lugar a la demanda entablada condenando solidariamente a “La Industrial de Eduardo T. Carrizo S.A.” y a “Provincia Aseguradora de Riesgos del Trabajo S.A.”, a abonar al actor Andrès Avelino Canteros, dentro del décimo día y mediante depósito judicial, la suma de pesos Seis mil quinientos cincuenta con sesenta centavos ($ 6.550,60.-) en concepto de: indemnización  por la incapacidad del 16% de la t.o. que porta a consecuencia de lumbalgia con manifestaciones radiogràficas (signos de osteofitosis y artrosis), y vàrices bilaterales de ambos miembros inferiores, que padece el actor en relación concausal con las tareas desarrolladas a las órdenes de la empleadora (arts. 75 primera parte L.C.T.; arts. 505 inc. 3, 519 a 522 C.C.; arts. 1.068, 1.074, 1.109 cc. Y ss. C.C., arts. 16, 18, 19 y cc. C.N.; arts. 8 apartado 1º, 9 apartado 2, 12 apartados 1 y 2, 14 inc. 2a ley 24.557).

A las sumas de condena se le adicionaràn a partir del 30 de octubre de 1.998 y hasta el 6 de enero de 2.002 intereses calculados a la tasa que “pague” el Banco de la Provincia de Buenos Aires en sus depòsitos a plazo fijo a treinta dìas vigentes en los distintos perìodos de aplicaciòn. A partir del 7 de enero de 2.002 y hasta el efectivo pago se calcularàn intereses sobre el capital, conforme a la tasa que “cobre” el Banco de la Provincia de Buenos Aires en sus operaciones de descuento de documentos a treinta dìas, vigentes en los distintos perìodos de aplicaciòn (arts. 509 y 622 C.C.; leyes 23.928 y 25.561);

 3) Declarar la inconstitucionalidad de los arts. 8, 21, 22, 46 ley 24.557; del decreto reglamentario 717/96; y a todo y cualquier evento la inconstitucionalidad del art. 6 inciso 2º, 2º pàrrafo; arts. 1 y 39 inc. 1 ley 24.557; art. 1 del decreto 334/96 y art. 75 segundo pàrrafo L.C.T. modificado por ley 24.557, por las consideraciones expuestas al tratar la primera cuestión;

 4) Rechazar el planteo de inconstitucionalidad de la ley 24.432 por las consideraciones expuestas;

 5) Imponer las costas solidariamente a la parte demandada y a “Provincia A.R.T. S.A.” en su calidad de vencidas (arts. 19 y 20 ley 11.653), correspondiendo regular los honorarios de los letrados intervinientes una vez practicada por Secretarìa la liquidaciòn que prevé el art. 48 de la ley ritual.  
Regístrese. Notifíquese y oportunamente archívese.

            Silvia Ester Bàrtola

                   Presidente

Oscar Adolfo Pozzolo          Ana Rosa Binda

     Juez                          Juez

                            Blanca Ester Rivolta

                               Secretaria

� Cfr. Vazquez Vialard, “Ley de Contrato de Trabajo Comentada y Concordada”, ed. 2.005, Rubinzal Culzoni, pàg. 498; Ackerman Mario, “La responsabilidad Civil en la Ley sobre riesgos del Trabajo”, Hammurabi,  1.998, pàg. 260; Zas Oscar, “Los alcances del deber de seguridad del empleador y las consecuencias jurìdicas de su incumplimiento”,  R.D.L., 2.001-2, pàg. 126; Corte y Machado, “Siniestralidad Laboral”, pàg. 148 y ss.,; 


� Corte y Machado, “Siniestralidad Laboral”, pàg. 148 y ss.; Julio Cèsar Gaetàn, “Los riesgos del Trabajo, análisis crìtico”, D.T., 1997-B, pàg. 1.956.


� Oscar Zas, “Alcance del deber de seguridad del empleador y las consecuencias jurìdicas de su incumplimiento”,  en Ley de Riesgos del Trabajo I, Rubinzal Culzoni,  2.001, pàg. 140; Ackerman Mario, “La responsabilidad Civil en la Ley de Riesgos del Trabajo”, Hammurabi, 1.998, pàg. 266; Chiuchquievich Adriana, “Realidad de cobertura con el sistema actual de las Aseguradoras de Riesgos del Trabajo”, en D.T., LX A, pag. 68/9; Grisolìa Julio “Aspectos cuestionables e inconstitucionales en la Ley de Riesgos del Trabajo”, D.T., 2.000 B, 1.379 y ss; Corte y Machado “Siniestralidad Laboral”, Rubinzal Culzoni, 1.996, pàg. 150; Eduardo Alvarez, Primeras Jornadas de Análisis de la Ley de Riesgos del Trabajo, citado por Grisolìa en obra citada precedentemente; Eduardo Alvarez, “El art. 75 de la L.C.T., y  el destino paradòjico del deber de seguridad”, D.L.Errepar, T VII, pàg. 437 y ss.; Vazquez Vialard, “Ley de Contrato de Trabajo Comentada”, Rubinzal Culzoni, pàg. 505;   


� Mario Ackerman, obra citada en nota 1, pàg. 267.


� L. 49.381 “Montiel”, 16-11-93; L. 54.809 “Giménez” 7-3-95; L. 54.918 “Escalante de Zapata”, 16-9-97, entre otros.


� Cfr. S.C.J.B.A., L 33.720 “Ledesma c/ Perrotta” del 30-11-84; S.C.J.B.A., L. 85.663 “Lezcano c/ Corni”, del 11-05-05; C.C.0100 SN, “Alvarez c/ Officialdegui”18-11-04; S.C.J.B.A., L. 81.577 “Guzmàn c/ Ministerio” del 8-6-05, entre otros.


� En igual sentido “Diaz c/ Canteras Malagueño”, C.T. Còrdoba, sala 4, unipersonal, sent. Del 28-2-2.000.


� S.C.B.A., 3-8-82 Ac. 30.874; 7-8-84, Ac. 33.123; 5-2-85, A y S 1.985-I-52.  


� S.C.B.A., L. 77914 “Zuccoli c/ SUM S.A.” del 2-10-02; L. 75.196 “Santillàn c/ Celulosa” del 12-3-03.





